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El estudio “Sueños deportados: el impacto 
de las deportaciones en los migrantes 
salvadoreños y sus familias” se presenta 

en dos partes que contienen los principales 
hallazgos.  La  primera  persigue  identificar 
algunas características socio-demográficas y 
la situación migratoria de los salvadoreños 
que fueron deportados por vía aérea entre los 
años 2011 y 2014. El objetivo de este apartado 
es ofrecer un conocimiento rigurosamente 
documentado y basado en información oficial 
sobre  las  personas  que  llegaron  deportadas,  
con  miras  a  proporcionar  insumos  para  el  
diseño de políticas públicas orientadas  a este 
sector tras su llegada al país. 85 mil personas 
arribaron a El Salvador en esa situación 
durante los últimos cuatro años, en su gran 
mayoría  hombres  jóvenes, en edad  laboral  
y  reproductiva, aunque se ha evidenciado un 
incremento significativo de mujeres durante el 
último año. 

Aunque las personas deportadas regresan a los 
14 departamentos y a los 262 municipios del 
país, el estudio muestra, basándose en datos 
proporcionados por el gobierno salvadoreño, 
cómo el departamento y el municipio de San 
Miguel, en la región oriental, es el lugar de 
residencia al que más regresan los deportados, 
seguido del departamento de San Salvador. Para 
ser más específicos, el estudio ha mostrado los 
diez principales municipios hacia donde se  dirigen 
las personas tras haber retornado desde Estados 
Unidos. La localización de las personas  en los 
territorios es clave para poder iniciar procesos 
de diseño y formulación de políticas públicas 

que deben incluir, indudablemente, el nivel 
municipal, pero que deben estar coordinadas  
con la institucionalidad del gobierno central y 
otros actores clave.

Posteriormente, el estudio se detiene en 
reconstruir el proceso de detención y la 
deportación de los migrantes salvadoreños 
en Estados Unidos, seguido del momento 
de la recepción por parte de las autoridades 
salvadoreñas. De estos procesos destaca 
que el momento de detención y resguardo, 
caracterizado por abusos de poder y maltratos, 
vulnera a las personas en cuanto que violenta 
sus derechos humanos. Por la forma en 
que las autoridades estadounidenses –pero 
también las mexicanas durante el tránsito— 
y otros  actores privados tratan a las personas
migrantes, éstas terminan asumiéndose como 
sujetos sin derechos, con lo cual normalizan 
esa situación, ya sea porque desconocen sus 
derechos  o,  peor  aún,  porque  consideran  
que  los  han  perdido  por  su  condición  de  
irregularidad.

Todo el proceso de traslado de las personas 
deportadas está diseñado bajo el supuesto de 
que las autoridades tratan con delincuentes. A 
pesar de los esfuerzos por humanizar algunos 
momentos del proceso de deportación –
por ejemplo, que un médico acompañe el 
vuelo federal en el que son transportadas las 
personas—, se siguen registrando quejas sobre 
el claro enfoque de seguridad del que son  
objeto. Algunas de las prácticas relacionadas con 
lo  anterior  es  que  se  les  esposa  y  encadena 
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desde el momento en que son trasladados del 
centro de detención y abordan el vuelo federal 
que les llevará hasta El Salvador.

Durante la recepción por parte de las
autoridades salvadoreñas sigue predominando 
el enfoque de seguridad, con todo y algunos 
esfuerzos por asumir un enfoque de derechos. 
Tres claros ejemplos de ello son, primero, la 
presencia de un cordón policial que custodia 
permanentemente a las personas deportadas 
desde que bajan del avión hasta que ingresan 
a las instalaciones del programa “Bienvenido a 
Casa”; segundo, las actitudes, comportamientos 
y formas coercitivas con las que las autoridades 
policiales salvadoreñas se dirigen a menudo 
hacia las personas deportadas; y, tercero, 
la presunción de criminalidad de todas las 
personas deportadas, pues si bien es cierto 

que durante el proceso se logra interceptar a 
infractores de la ley en El Salvador o se trata 
con personas que arriban al país luego de 
haber cometido algún delito en Estados Unidos, 
todos deben someterse a un interrogatorio 
policial, toma de huellas y fotografías con 
presuntos fines de seguridad pública.

En definitiva, el estudio ofrece elementos 
para conocer mejor el perfil de los migrantes 
salvadoreños que han llegado deportados 
desde Estados Unidos, así como del proceso 
de deportación, sirviendo como insumo para la
toma de decisiones en términos de la creación
de una política nacional de recepción e 
integración de las personas deportadas a El 
Salvador, así como de una política integral que 
pudiera dirigirse a abordar las causas de la 
migración en el país.
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Sobre  las  características  socio-demográficas 
y  situación  migratoria

En el resumen ejecutivo se han apuntado 
ya algunos hallazgos, pero el estudio 
permite ser más específicos. En cuanto a

las características socio-demográficas y la 
situación migratoria, hay que añadir que la 
mayoría de las personas que fueron deportadas 
por vía aérea durante los últimos años fueron 
detenidas al cruzar la frontera entre México y 
Estados Unidos, registrándose porcentajes altos 
en 2013 y 2014, cuando se llegó al 70% y 80% 
del total de las deportaciones, respectivamente, 
dato que señala dónde deberían concentrarse 
esfuerzos de la sociedad civil en Estados Unidos 
para vigilar que las autoridades no vulnere
más a las personas en sus derechos. Este 
estudio arroja evidencias que pueden servir 
como insumos para acciones más focalizadas de 
protección y asistencia de personas migrantes 
salvadoreñas no solo tras su llegada al país, sino 
en distintos puntos de las rutas migratorias, 
con especial énfasis en el momento que va de 
la detención tras haber cruzado la frontera de 
Estados Unidos hasta el retorno y la recepción 
institucional y social en El Salvador.

De los que fueron detenidos al interior de
aquél país, destaca que un poco más de ocho de 
cada diez personas se encontraba empleada en 
alguna actividad al momento de su detención, 
lo que deriva en el abandono de los puestos de 
trabajo y un impacto en las economías de los 
hogares que dependen de aquellas personas.

PRINCIPALES  HALLAZGOS

La mayoría de los salvadoreños que fueron 
detenidos al interior de Estados Unidos y que 
manifestó estar trabajando se encontraba 
ocupada en el sector de la construcción. 
Finalmente, solo el 30% de las personas 
deportadas entre 2011 y 2014 había cumplido 
algún tipo de condena o tenía antecedentes 
criminales en Estados Unidos, un dato 
contundente que permite contrarrestar el 
estigma que las personas deportadas tienen al 
arribar a El Salvador.

La segunda parte de este estudio se centra en 
el impacto que causan las deportaciones en 
las personas migrantes y sus familias, tomando 
como base sus propios testimonios, 
documentados mediante entrevistas en 
profundidad y desglosando todo el proceso de 
deportación desde la detención, el resguardo,
el traslado por vía aérea y la recepción 
institucional y social de aquellas personas. Se 
organizan los hallazgos en tales momentos del 
proceso. 

Sobre  la  detención  y  el  resguardo

Las autoridades policiales locales privan 
de libertad a una persona de manera
arbitraria, es decir, haya o no existido en ese 

momento una acción concreta que justificara 
la detención, o se haya realizado sin seguir los 
procedimientos legalmente establecidos. En 
algunos casos, incluso, las mismas autoridades 
policiales engañan a los inmigrantes y no les 
informan que serán entregadas posteriormente 
a las autoridades migratorias.
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Una vez los inmigrantes se encuentren
recluidos en un centro de detención, hay 
información poco clara, insuficiente y, en 
algunos casos, falsa, sobre su situación legal 
y alternativas a la deportación. Las personas, 
realmente, no tienen oportunidad de poder 
exponer su situación particular ante un juez. 
Pareciera ser que una vez la persona ha sido 
detenida, su deportación es irrevocable. 

Independientemente de la autoridad o agente 
externo (cónsul, abogado de oficio) que brinde 
una asesoría, la recomendación dada es que las 
personas se declaren culpables y que firmen 
inmediatamente su deportación para agilizar el 
proceso. Existen otros casos donde las personas 
contratan abogados privados para que lleven
sus procesos; sin embargo, éstos solo les 
generan expectativas falsas, que en la mayoría 
de los casos desembocan en fracaso. Mientras, 
las personas y sus familias deben desembolsar 
sumas cuantiosas de dinero durante esos 
procesos.

En el caso de los que son detenidos al cruzar 
la frontera –que cada año son más, como se
muestra en el perfil socio-demográfico 
y la situación migratoria de las personas 
deportadas—, se registran abusos más graves, 
tales como insultos verbales y golpizas, así 
como maltratos que rayan en la tortura,
cuando las personas son trasladadas a las famosas 
“hieleras” o cuartos fríos, es decir centros de 
resguardo climatizados con bajas temperaturas, 
sin ventilación ni luz natural, en condiciones 
de hacinamiento y con una atención limitada 
de las necesidades básicas de las personas.

Durante el período de detención, los 
entrevistados manifiestan poco interés por parte 
de las autoridades en velar por la salud de las 
personas migrantes, y aún en casos de mayor 
gravedad donde se requiere atención médica, 

no son atendidas o lo son pero de manera 
inadecuada. En los casos donde las personas 
deben cumplir un período de detención en las 
cárceles federales debido a haber ingresado en 
más de una ocasión de manera ilegal al país, los 
entrevistados expresan haber sido víctimas de 
discriminación racial no solo por parte de las 
autoridades sino también de los reclusos y los 
agentes privados de seguridad que custodian 
estos recintos. 

Sobre  el  traslado

La mayoría de personas expresan su 
inconformidad por el trato que reciben en 
el lapso de entre 72 horas y el inminente 

momento de ser deportados, debido a que 
son sometidos a condiciones de estrés e 
incertidumbre por el traslado, momento en 
que las personas duermen y se alimentan muy 
poco. Una vez que las personas abandonan el 
centro de detención, son llevados a un autobús 
y abordan finalmente un vuelo federal, la
llegada a El Salvador no siempre es inmediata 
ya que, en algunas ocasiones, aquellas son 
conducidas de un aeropuerto a otro al interior 
de Estados Unidos hasta llenar los cupos de un 
avión o la capacidad de recepción por parte 
de las autoridades salvadoreñas, que no debe 
superar las 120 plazas.

Las condiciones de la detención y el traslado, 
sumado a factores emocionales propios de
las trayectorias personales, aumentan los
niveles de estrés, ansiedad, desesperación 
y frustración, que pueden manifestarse 
en diferentes conductas como el llanto, 
irritabilidad, comportamientos agresivos, que 
debieran ser considerados como una respuesta 
esperada dentro del contexto al que han sido 
expuestos. La clasificación de las personas 
deportadas con brazaletes de distintos colores 
--celeste, si es una persona considerada no 
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peligrosa; amarillo, si ha cometido algún tipo 
de delito; rojo, si tiene tras de sí un delito 
grave— simplemente refuerza el estigma 
social de estar tratando con “delincuentes”.

Sobre la recepción institucional en El Salvador

El sometimiento a por lo menos dos 
entrevistas, la realizada por personal 
de la Dirección General de Migración y 

Extranjería y la de los agentes de la Policía 
Nacional Civil, puede llevar a la re-victimización 
de las personas que ya han sido sometidas a 
interrogatorios previos en reiteradas ocasiones, 
situación que se agrava cuando las personas han 
sido víctimas de alguna agresión o violación a 
sus derechos humanos. No siempre está clara la 
finalidad práctica de la información recabada en 
las entrevistas o si esta se traducirá en acciones 
concretas que beneficien a aquellas personas 
que han sido víctimas de alguna agresión o, 
simplemente, para fines de una política pública.

La infraestructura para la recepción de las 
personas deportadas es inadecuada: una
sala sumamente reducida que provoca 
hacinamiento, baños insuficientes, área no 
propicia para la entrega de pertenencias, nula 
privacidad para las llamadas telefónicas y la
falta de un espacio digno para los familiares
que esperan.

Todo el proceso de recepción institucional 
refuerza el estigma social sobre la figura de la 
persona deportada. La distribución de espacios, 
la ubicación del programa “Bienvenido a casa”, 
que está aislado de la zona de los vuelos 
comerciales provocan una segregación espacial 
que, como se ha dicho, abona al estigma.

La poca claridad de competencias y la débil 
articulación institucional, sumadas a la notable  

limitación de recursos humanos, técnicos y 
financieros generan una atención deficitaria a 
las necesidades de las personas deportadas, 
prueba de ello es la imposibilidad de garantizar 
que las personas lleguen a su lugar de origen o 
un refugio temporal para aquellos que no tengan 
donde llegar.

Sobre  la  recepción  social  y  el  impacto

El impacto que genera un evento de 
deportación sobre una persona migrante 
y su familia está determinado, en 

gran medida, por las características socio-
demográficas y la trayectoria de vida de la 
persona, además de su capacidad de resiliencia 
a factores de estrés. Es decir, todas las personas 
deportadas vivirán este proceso de una manera 
diferente, por lo cual es inevitable intentar 
atenderlas de manera adecuada si no se conoce 
la historia de vida que hay detrás de ella.

La deportación no impacta solo a la persona en 
sí misma, sino también a su familia ya sea que 
ésta resida en Estados Unidos o en El Salvador; 
pero, además, genera un impacto en su entorno 
social, es decir, la comunidad, que representa 
un actor clave para una posible reinserción 
social. La deportación afecta también la 
economía doméstica de las familias, en tanto 
que implica la interrupción de un ingreso más 
o menos constante a través de las remesas.

La estancia en El Salvador para muchas de las 
personas deportadas será sólo algo temporal, 
al menos que existan razones de fuerza mayor 
que le hagan revalorizar un nuevo viaje. Dos
de las principales razones por las cuales 
desestiman viajar de nuevo son: haber sido 
víctimas de un evento traumático en el camino  o 
detención en Estados Unidos (abusos, secuestro, 
pérdida de extremidades, etc.) y, segundo, 
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si existiera la amenaza de cumplir condena 
en una cárcel federal por haber ingresado 
en más de una ocasión de manera irregular.
Por otro lado, El Salvador no cuenta con una 
política pública que sea capaz de dar respuesta 
a las necesidades de las 85 mil personas que han 
sido deportadas de Estados Unidos durante los 
últimos cuatro años, a los que hay que sumar 
otras 57 mil personas deportadas desde México 
durante el mismo periodo. Las deportaciones 
agudizan las condiciones de pobreza, el aumento 
de las desigualdades sociales, la elevación de los 
índices de desempleo y la insatisfacción en la 
calidad de vida de la población, por lo que tocan 
aspectos medulares de la realidad nacional y lo 
que los salvadoreños esperan de ella.

Las personas deportadas que tienen su arraigo 
en Estados Unidos difícilmente pueden pensar 
en una reinserción en El Salvador; por el 
contrario, los sentimientos de frustración, 
tristeza y ansiedad no les permitirán valorar esa 
alternativa a largo plazo, sumado a la falta de 
oportunidades que encontrarán para hacerlo. 
Una persona que ha vivido más de quince años 
en aquél país ya no se siente parte del contexto 
salvadoreño, no siente que encaja y encuentra 
escasas oportunidades reales para hacerlo.

Las deportaciones impactan en tres niveles: 
personal, familiar y social. Cada uno en mayor 

o menor medida dependiendo de los contextos 
particulares y trayectorias personales de vida, 
como se ha dicho arriba. A nivel personal hay 
un cúmulo de emociones, sentimientos de 
frustración y limitación de construir un proyecto 
de vida claro. El mal manejo de estas emociones 
pueden llevar a las personas a experimentar
baja autoestima, depresión y conductas 
adictivas o agresivas. A nivel familiar se tiene 
un impacto económico al que se alude en 
el perfil socio-demográfico, ya sea porque 
las personas deportadas son proveedoras o 
porque, tras la deportación, representan una 
carga familiar al llegar al país. En el caso de 
las personas que tienen su arraigo en Estados 
Unidos, la deportación representa una ruptura 
y una desintegración familiar. Si aún hay con 
quien reencontrarse en El Salvador, implica 
un choque cultural por los estilos de vida, 
la lengua, las costumbres y las tradiciones. 
Es necesario un reacomodo de los patrones 
cotidianos de vida en el ámbito familiar y eso, 
en muchos de los casos, no es tan fácil de 
lograr. A nivel social hay un estigma que limita 
la reinserción de las personas deportadas, una 
visión estereotipada que refuerza las actitudes 
de discriminación y que, aunado a la dificultad 
ya propia del proceso, contribuye a que las 
personas no se sientan aceptadas en territorios 
específicos.

Equipo de investigación
“Sueños deportados: impacto de las deportaciones  

en los migrantes salvadoreños y sus familias”

Coordinador e investigador: Jaime Rivas Castillo (Departamento
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Asistentes de investigación: Karla Salas Najarro (IDHUCA), Ingrid López,
Efraín Martínez Rivas y Simona Raetz.
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I.	 METODOLOGÍA
Y  FUENTES  DE
INFORMACIÓN

El estudio tiene como objetivo central mostrar 
el impacto que causan las deportaciones 
en las personas migrantes salvadoreñas 

deportadas desde Estados Unidos y sus
familiares en ambos países, centrándose en 
los que llegaron al país por vía aérea, es decir, 
en un vuelo federal financiado por el gobierno 
estadounidense. La indagación se centra en los 
deportados por vía aérea respondiendo a una 
solicitud expresa de la Red Nacional de Jornaleros 
y Jornaleras de Estados Unidos, en aras de 
conocer qué es lo que pasa con los salvadoreños 
cuando llegan al país. De manera específica, el 
estudio persigue: 1) situar el incremento en 
las deportaciones de salvadoreños durante 
los últimos cuatro años, en el contexto del 
endurecimiento de las políticas migratorias en 
Estados Unidos, México y Centroamérica; 2) 
perfilar unas características socio-demográfica 
de los salvadoreños deportados desde Estados 
Unidos; 3) reconstruir, describir y analizar 
el proceso de la deportación, desde que las 
personas son detenidas por una autoridad
estadounidense, hasta que son recibidas 
por las autoridades salvadoreñas, con 
un enfoque de derechos humanos; 4) 
proporcionar recomendaciones, en este caso 
a las autoridades salvadoreñas, para mejorar 
las condiciones de recepción y favorecer el 
proceso de la reinserción social de las personas 
deportadas que deciden quedarse en el país.

La investigación está diseñada a partir de un 
enfoque cualitativo, mediante la aplicación de 
entrevistas en profundidad y la observación 
directa del proceso desde el momento que se  

da la recepción institucional hasta la llegada 
de las personas migrantes a sus hogares,
generando con ello información primaria 
que sirve no sólo como sustento de las 
principales afirmaciones sostenidas, sino 
también como insumos para el diseño y 
formulación de una política pública orientada 
a atender las necesidades específicas de las 
personas deportadas. A ello se suma al análisis
cuantitativo de la información generada y 
proporcionada por la Dirección General de 
Migración y Extranjería de El Salvador y los 
registros de la Embajada de El Salvador en 
Washington, D.C. para los fines de este estudio. 
Su principal aporte proviene, entonces, de 
la información primaria resultante de la 
investigación de campo, así como del análisis de 
la información oficial. 

Observación

Un momento importante de la investigación 
de campo fue la observación directa de 
dos procesos: el primero, la recepción de 

las personas deportadas, momento que ocurre 
en las instalaciones del programa “Bienvenido 
a Casa”, en el Aeropuerto Internacional “Óscar 
Arnulfo Romero”, de El Salvador; y, el segundo, 
desde la salida de dichas instalaciones, el
traslado a los hogares de las personas
deportadas –cuando había un hogar 
esperándoles— y la recepción por parte 
de los familiares. El objetivo era obtener 
información primaria sobre el proceso que 
aquí se ha convenido en llamar recepción 
institucional –en manos, fundamentalmente, de 
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la Dirección General de Migración y Extranjería 
y de la Policía Nacional Civil— y, por otro 
lado, la recepción social, que ocurre con otras 
personas (parientes, amigos, vecinos, taxistas, 
comerciantes, otras autoridades, etc.) ajenas 
a la recepción institucional propiamente dicha.

Como producto de la observación se pudo 
obtener información de primera mano sobre 
el proceso de recepción institucional, lo que 
permite hacer una descripción detallada y un 
análisis posterior del mismo, situando a los 
principales actores involucrados con sus roles 
y/o competencias definidos pero, sobre todo, 
los elementos positivos de ese proceso y los 
procedimientos que pudieran mejorarse. Por 
ejemplo, la observación de este momento, 
desde una óptica de derechos humanos, permite 
reconocer que las instituciones encargadas 
de la recepción de los deportados han hecho 
importantes esfuerzos por dignificar las 
condiciones, pero que, pese a esos esfuerzos, 
aún hay algunos aspectos que bien pudieran 
mejorarse, como el de la infraestructura física 
y, más delicado aún, el énfasis excesivo en la 
seguridad, que bien pudiera reñir con principios 
elementales de derechos humanos.

Una vez que las personas deportadas salieron 
del ámbito de competencia institucional, al 
abandonar las instalaciones del programa 
“Bienvenido a Casa” o al bajarse de un microbús 
de la DGME que los llevó hacia alguna de las 
principales terminales de San Salvador, ocurre 
el proceso de recepción social, susceptible 
de ser observado y documentado mediante 
anotaciones en la libreta de campo, con miras
a ofrecer elementos que enriquezcan el 
análisis del proceso migratorio de las personas 
deportadas a partir de las interacciones que 
sostienen con parientes cercanos o lejanos, con 
vecinos, con transportistas u otros agentes que 
les ofrecen algún tipo de servicio, o con otras 

autoridades en espacios sociales determinados 
como las afueras del Aeropuerto Internacional, 
el medio de transporte en el que retornan a sus 
hogares, algún establecimiento comercial en el 
que se abastecen y la colonia, barrio u hogar 
mismo al que se dirigen las personas.

Entrevistas  en  profundidad

Si la observación directa ha ofrecido 
elementos indispensables para el análisis, 
la información recabada mediante las 

entrevistas en profundidad ha proveído otro 
insumo importante, en tanto que han recogido 
las voces de los principales protagonistas 
de las deportaciones: las mismas personas 
migrantes salvadoreñas. Para este momento de 
la investigación, que se hizo paralelamente con 
la observación, se diseñó una guía de preguntas 
–que puede consultarse en el Anexo—, a fin 
de indagar sobre seis cuestiones relevantes 
para cumplir con los objetivos del estudio: (1) 
aspectos generales de la persona deportada, 
(2) descripción de la detención realizada por 
alguna autoridad estadounidense y su posterior 
privación de libertad en algún centro de 
detención, (3) el proceso de deportación, desde 
que la persona deportada aborda un vuelo 
federal estadounidense hasta que es recibida 
en el programa Bienvenido a Casa, (4) una 
exploración sobre el arraigo en Estados Unidos 
de las personas deportadas, (5) una exploración 
sobre el arraigo en El Salvador, estos dos
últimos puntos con el objetivo de indagar 
sobre las posibilidades reales de quedarse en 
El Salvador o regresarse a Estados Unidos y (6), 
la percepción hacia las personas deportadas, 
vista desde lo que experimentan los propios 
deportados.

Las  entrevistas  en profundidad  fueron  
realizadas entre los meses de abril y junio de 
2013 a 26 personas deportadas desde Estados 
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Unidos, 21 hombres y 5 mujeres, seleccionadas 
aleatoriamente en alguna de las visitas a las 
instalaciones del programa Bienvenido a Casa 
en el Aeropuerto Internacional “Monseñor 
Óscar Arnulfo Romero” y con plena voluntad 
de las personas entrevistadas, a quienes se les 
informó debidamente sobre los objetivos y los 
alcances del estudio, así como se les solicitó 
su consentimiento para ser incluidos en la 
investigación. La muestra, por tanto, no aspira 
a tener representatividad estadística, pero sí 
profundidad, en consecuencia con un enfoque 
cualitativo. El equipo de investigadores contó 
con las debidas autorizaciones y colaboración 
tanto del personal de la Dirección General de 
Migración y Extranjería, de la Policía Nacional 
Civil como de las autoridades de la Comisión 
Ejecutiva Portuaria Autónoma (CEPA) que 
administran el aeropuerto.

Como toda entrevista en profundidad, se 
indagó sobre los principales tópicos a partir
del testimonio directo de las personas 
entrevistadas, para lo cual fue necesario, en la 
medida de lo posible, establecer un espacio 
mínimo de rapport o confianza que permitiera 
el discurrir libre del testimonio. En muchos de 
los casos, a una entrevista inicial realizada en 
las instalaciones del programa Bienvenido a 
Casa le siguió una segunda o tercera entrevista 
hechas en un espacio ajeno al de la recepción 
institucional (la casa de habitación, un centro 
comercial, un lugar público), cuya rigidez podría 
condicionar ciertas respuestas o limitar la
libertad de los entrevistados para exponer 
los principales puntos indagados, sobre todo
cuando se trataba de explorar la atención 
recibida por autoridades estadounidenses o 
salvadoreñas.

Las condiciones de las entrevistas fueron 
del siguiente modo. En ocho de los casos, 
únicamente se pudo hacer la entrevista en las 

instalaciones del Aeropuerto y no fue posible 
hacer el seguimiento hacia los hogares, ya sea 
por razones asociadas a la desconfianza o por 
razones fortuitas. No obstante lo anterior, la 
información proporcionada por estas personas 
es relevante y añade elementos para el análisis. 
En doce casos, sí se tuvo acceso hasta el lugar 
de residencia de las personas deportadas o el 
de sus parientes que les habían proporcionado 
un espacio para vivir; en esa situación, el 
equipo de investigación se desplazó en cuatro 
ocasiones hacia el Área Metropolitana de San 
Salvador (dos entrevistas en Soyapango y una
en Nejapa y Aguilares), todas en el departamento 
de San Salvador; mientras que, seguidamente, 
se hicieron entrevistas en los hogares de las 
personas deportadas en Ahuachapán (1), La 
Libertad (1), Chalatenango (4), Cojutepeque 
(1), Ilobasco (1) y La Unión (1). Otras dos 
entrevistas fueron realizadas en carretera
(desde Cojutepeque hasta San Salvador y desde 
el Aeropuerto hacia Chalatenango). En tres
casos, la entrevista se llevó a cabo en un 
lugar público, a propuesta de las personas 
entrevistadas. 

La  base  de  datos  de  la  DGME

Mención aparte merece el análisis 
cuantitativo realizado a partir de la 
información oficial proporcionada por 

la DGME y que permite construir el perfil de la 
persona migrante deportada salvadoreña. En 
este apartado debe quedar clara la siguiente 
limitación: la DGME proporcionó la información 
tabulada, proveniente de la base de datos que 
se encuentra en su poder y que se documenta 
luego de entrevistar a todas las personas que 
se reciben en el programa Bienvenido a Casa.
La información se almacena en el llamado
Sistema Informático Integrado de Gestión 
Migratoria.
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No se tuvo acceso irrestricto a dicha base 
de datos para poder hacer algunos cruces
de variables debido a cuestiones de 
confidencialidad al contener ésta información 
personal de los que han sido deportados. El 
análisis realizado, por tanto, está condicionado 
a la información tabulada y proporcionada 
por las autoridades salvadoreñas según los 
tópicos que se destacan en las características 
socio-demográficas: género, lugar de origen 
o de residencia, estado civil, cantidad de 
dependientes económicos, lugar de detención, 
tiempo de residencia en el país desde donde
se dio la deportación, cantidad de deportaciones, 
trato recibido por las autoridades, existencia o
no de antecedentes criminales en Estados
Unidos y expectativa de las personas a su
llegada al país. Aun así, los datos utilizados en 
este estudio son de carácter oficial, pero de 
dominio público, al contener información que 
no compromete en absoluto la integridad de
las personas.

Acciones  complementarias

La realización de la investigación propiamente 
dicha (realización del trabajo de campo 
y de archivo, sistematización y análisis 

de la información, redacción de una primera 
versión del informe) estuvo acompañada 
de algunas acciones complementarias, 
tales como la elaboración de un material 
audiovisual y la realización de foros, consultas 
y reuniones con funcionarios gubernamentales, 
personas que fueron deportadas, estudiantes 
universitarios y de educación media, miembros 
de organizaciones religiosas y de la sociedad 
civil, así como público en general, de cuyas
actividades se recabaron importantes insumos 
que fueron utilizados para validar algunos 

aspectos (como las recomendaciones de política 
pública, por ejemplo), matizar otros o modificar 
algunas imprecisiones de la información 
recabada o de la presentación de algunos 
hallazgos preliminares. En términos específicos, 
las actividades de consulta y validación
tuvieron un enorme peso a la hora de formular 
las recomendaciones de política pública para 
instituciones específicas.

Entre el 20 y el 30 de julio de 2014, se realizaron 
tres foros públicos en San Salvador, Santa Ana 
y San Miguel; un foro especial con funcionarios 
gubernamentales y otro con organizaciones 
de la sociedad civil. Paralelamente, se logró 
entablar reuniones bilaterales entre el equipo
de investigación y dirigentes de la Red de 
Jornaleros y Jornaleras de Estados Unidos 
(NDLON) y de otras organizaciones de Estados 
Unidos, por un lado, y funcionarios clave, por 
otro. En esa línea, se realizaron reuniones con 
los siguientes funcionarios: 1) Vicepresidente 
de la República, Óscar Ortiz; 2) Presidente 
de la Asamblea Legislativa, Sigfrido Reyes; 
3) Viceministra para los Salvadoreños en el 
Exterior, Liduvina Magarín; 4) Director de 
la Policía Nacional Civil, Mauricio Ramírez 
Landaverde; 5) Director General y Subdirectora 
General de la Dirección General de Migración 
y Extranjería, Héctor Rodríguez y Cristina 
Rivas de Lowy, respectivamente; 6) Directora 
del Instituto Salvadoreño de Protección a la 
Infancia y la Adolescencia, Elda Tobar; 7) y 
Secretaria Ejecutiva del Consejo Nacional para la
Protección y Desarrollo de la Persona Migrante
y su Familia, Doris Rivas. Finalmente, los 
resultados preliminares fueron socializados 
en el marco de una reunión ordinaria del 
CONMIGRANTES, donde fueron recibidas 
observaciones puntuales.
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II.	 ANÁLISIS  DE  CONTEXTO:
LAS  POLÍTICAS  IGRATORIAS 

EN  ESTADOS  UNIDOS, 
MÉXICO  Y  EL  SALVADOR 

Construyendo  la  máquina  para  deportar

Desde que Barack Obama llegara a la Casa 
Blanca en el 2009 hasta el cierre del 
primer trimestre de 2014, las autoridades 

migratorias de Estados Unidos ya habían 
rebasado la escandalosa cifra de dos millones 
de personas deportadas. Según datos de la 
Embajada de El Salvador en Washington D.C., 84 
mil 300 de aquellas personas eran salvadoreñas, 
lo que equivale a un tercio de la población total 
de Santa Ana, la segunda ciudad del país, y a una 
cuarta parte de la población de San Salvador, la 
capital.1  Que Obama haya deportado en cinco 
años a más inmigrantes en situación irregular 
que su antecesor George W. Bush --quien cerró 
sus ocho años de gobierno con 2 millones 12 mil 
personas deportadas--, indica la agresividad de la 
actual política de inmigración de Estados Unidos, 
el principal destino histórico de los migrantes 
salvadoreños.

Diversas organizaciones defensoras de los 
derechos humanos de los inmigrantes advertían 
desde el año 2010 que, por primera vez, el 
número de deportados era mayor que el 
número de personas que salía diariamente de las 
fronteras nacionales en la búsqueda de mejores 
condiciones de vida. No se tiene certeza de 
estas apreciaciones, pero de acuerdo a las cifras 
oficiales utilizadas en este reporte, 62 personas 
salvadoreñas, en promedio, fueron subidas 
por la fuerza diariamente a un vuelo federal 

estadounidense en calidad de deportados 
durante el año 2013, esto es, un promedio 
semanal de 435 personas, mientras que esta 
cifra se incrementó a 76 diarias ó 576 semanales 
en el 2014, con datos hasta noviembre de este 
año. 

Los movimientos de inmigrantes hispanos en 
Estados Unidos han venido insistiendo en el 
incremento de las deportaciones: desde los 
Dreamers y su lucha para garantizar su estancia 
en Estados Unidos y poder continuar con sus 
estudios y construyendo sus sueños, hasta 
las campañas de las redes de organizaciones, 
como la Red Nacional de Jornaleros y Jornaleras 
(NDLON, por sus siglas en inglés), El Centro 
de Recursos Centroamericanos (CARECEN), la 
Red Nacional de Salvadoreños en el Exterior 
(RENASE), Detention Watch Network, Alianza 
Nacional de las Trabajadoras de Casa, United We 
Dream y la Alianza Nacional de Comunidades 
Latinoamericanas y Caribeñas (NALACC), entre 
otros, que han denunciado las crecientes cifras 
de deportaciones anuales de la administración 
de Barack Obama. 

A lo largo de estos últimos cinco años, al amparo 
de programas como “Comunidades Seguras”, las 
policías locales de Estados Unidos se han visto 
facultadas para solicitar papeles a cualquier 
persona “sospechosa de ser hispana”; asimismo, 
se endurecieron las penas para los inmigrantes 
que viven en aquel país en situación irregular 

1.	 Según el VI Censo de Población y V de Vivienda 2007, la población del municipio de San Salvador asciende a 316,090 
personas, mientras que la de Santa Ana, corresponde a 245,421.
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y se inició un proceso de criminalización y 
castigo no solo para estos inmigrantes y sus 
familias tras la separación de sus miembros, 
sino también para los empleadores que les 
contratan. Esto explicaría mucho del incremento 
en las deportaciones durante los últimos años, 
tendencia que puede relacionarse directamente 
con el enfoque de seguridad asumido por los 
gobiernos de Estados Unidos, México e, incluso, 
los gobiernos centroamericanos, siguiendo al 
pie de la letra las indicaciones del primero.

En todos los países de la región, a usanza y 
explícita recomendación de Estados Unidos, ha 
aumentado la tendencia a la “securitización de 
las migraciones”, es decir, a considerar el ingreso 
de personas migrantes en situación irregular 
como un problema de seguridad, ingreso que 
debe ser detenido o, cuando menos, controlado. 
Se asocia a los inmigrantes con una especie de 
amenaza cultural, a la usurpación de puestos 
de trabajo o, directamente, a un peligro para 
la seguridad de los nacionales, al relacionarlos 
con el terrorismo o con delitos internacionales 
como el tráfico de personas o el tráfico ilícito 
de drogas. La securitización de las migraciones 
implica incorporar como eje central de las 
políticas migratorias la seguridad nacional y la 
consecuente seguridad fronteriza.

Bajo esta lógica, se profundiza en Estados 
Unidos el reforzamiento de elementos militares 
y policiales regulares junto al control de los 
límites territoriales, donde confluyen con grupos 
paramilitares extremistas como los Minuteman 
y American Patrol, entre otros. En el esquema 
de securitización se implementa la aplicación 
de la inteligencia tecnológica en los controles 
de fronteras y en el registro de las personas, 
uso de grilletes electrónicos para rastrear al 
migrante deportable, o sistemas de seguridad 
“laboral” que “garantizan el derecho al trabajo” 

como el E-Verify, que persigue, entre otras cosas, 
detener la contratación de personas que vivan 
en situación irregular.

Lo paradójico es que todo este endurecimiento 
ocurre mientras el gobierno de Estados 
Unidos habla en términos de legalizar a la 
comunidad indocumentada. Erróneamente, 
la administración Obama optó por deportar al 
máximo número de personas para persuadir 
a los oponentes de la reforma migratoria para 
que apoyen la legalización de las personas 
que viven en situación irregular. Esto no le 
funcionó.  Los legisladores extremistas en el 
Congreso de los Estados Unidos –apoyados por 
sectores sociales sumamente conservadores— 
han venido bloqueando la posibilidad de una 
legislación que favorezca a las personas que 
no tienen documentos. Incluso el más reciente 
anuncio de Obama, producto de una acción 
ejecutiva que abre el camino para detener la 
deportación de unos 4 millones de personas 
que viven en situación irregular, se habría hecho 
como respuesta a unas elecciones estatales en 
donde el partido demócrata salió mal parado.

No obstante lo anterior, fue Obama quien, 
por motivaciones políticas, implementó el 
cuestionado programa “Comunidades Seguras”, 
que facilita el trabajo en conjunto entre las 
autoridades policiales federales y locales y 
los oficiales de inmigración. Según la actual 
administración presidencial, el programa se basa 
en establecer prioridades claras que permiten 
invertir los recursos del Servicio de Inmigración y 
Control de Aduanas (ICE, por sus siglas en inglés) 
en la identificación y deportación de quienes 
han violado la ley, acaban de cruzar la frontera 
ilegalmente, han trasgredido repetidamente las 
leyes de inmigración o son fugitivos de la corte 
de inmigración. El programa de Comunidades 
Seguras y otras iniciativas similares han 
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convertido el sistema de implementación de la 
ley migratoria de Estados Unidos en una máquina 
de deportaciones. Tal programa se ha extendido 
progresivamente por todo el país. El presupuesto 
para el arresto, detención, procesamiento y 
deportación es estrafalario: 18 mil millones de 
dólares en el año fiscal 2012 (24% más que el 
presupuesto colectivo de DEA, ATF y el FBI, que 
ronda los 14 mil 400 millones de dólares.) 

Según el ICE, su esfuerzo principal se enfoca 
en la deportación de los criminales más 
peligrosos acusados actualmente o previamente 
condenados de delitos serios, como homicidios, 
violaciones, secuestros, robos, delitos mayores 
de drogas, o personas que constituyen una 

2.	 Waslin M. (2011) The Secure Communities Program. Unanswered Questions and Continuing Concerns.Washington, 
DC. American Immigration Council. Pág. 10. Recuperado en http://bit.ly/15vUqr5

3.	 Ver: http://www.ice.gov/news/releases/ice-removes-man-wanted-aggravated-homicide-charges-el-salvador.

amenaza para la seguridad nacional.2 En 
consonancia con su mandato de procesar y 
deportar a personas extranjeras que viven en el 
país de manera irregular, durante el año fiscal 
2013, el ICE deportó a 368,644 personas que, en 
su mayoría (59%), fueron catalogados por esta 
agencia como convicted criminal. Esta misma 
categoría tuvo un record histórico en el 2012: 
el 96% de todos los extranjeros deportados, 
es decir, 225,390 personas, estaban en una de 
las categorías prioritarias de esa agencia. Ello 
representó un record histórico en la gestión de 
Obama. En la Gráfica 1 se observa la tendencia
al aumento de esta categoría o prioridad en poco 
más de una década (2001-2013):

GRÁFICA  No.1
Deportados  por  Estados  Unidos  con  récord  criminal.

Todas  las  nacionalidades.  2001-2003.

Fuente: Elaboración propia con base en datos consultados en  http://www.ice.gov/removal-statistics/

Como una muestra de su política, el ICE, a 
finales de 2014, subió a su página el caso de 
deportación de un ciudadano salvadoreño 
requerido por las autoridades de su país por 
cargos de homicidio, violación e intento de 
homicidio, un caso ejemplarizante que, no 

obstante,  soslaya que la mayor parte de los 
salvadoreños deportados no tiene ningún tipo 
de conflicto con las leyes salvadoreñas ni con las 
leyes de Estados Unidos, sin contar las leyes de 
inmigración.3 Vistas fríamente, las estadísticas 
pudieran ser engañosas. Aunque la deportación 
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de personas con delitos ha ido incrementando 
cada año, la gran mayoría de personas 
deportadas continúan siendo individuos que 
han cometido pequeñas violaciones de tráfico o 
simplemente estaban en el lugar equivocado a
la hora equivocada cuando fueron apresadas 
porla policía local o los agentes de migración. 
Además, las prioridades de deportación 
inventadas por la actual administración son 
absurdas: una persona que haya entrado al país 
sin permiso en dos ocasiones es colocada en la 
misma categoría que los cómplices del Chapo 
Guzmán, el narcotraficante mexicano. Asimismo, 
miles de migrantes no se han presentado a sus 
audiencias ante la corte de inmigración por temor 
a la deportación inminente. A estas personas, 
la administración las califica como “fugitivas”.  

Dado que el sistema migratorio estadounidense 
es obsoleto, éste da lugar a que las personas 
tengan que infringir la ley para sobrevivir. 
De hecho, una serie de “delitos” emanan del
sistema migratorio injusto incluyendo: (1) 
Manejar sin licencia.  La mayoría de estados 
niega acceso a licencias de conducir a los que 
viven en situación irregular. (2) Trabajar con un 
número de seguro social falso o con el seguro de 
otra persona, lo cual es tipificado como “robo 
de identidad”. En realidad, es un segmento 
minúsculo de los deportados el que representa 
un peligro serio para la seguridad pública.

A pesar de los objetivos del programa de 
Comunidades Seguras, solamente el 26% de 
los inmigrantes deportados se incluían en la 
definición de criminales convictos o peligrosos, 
correspondiendo el 29% a personas que 
cometieron delitos con penas menores a un año, 
y otro 26% a sujetos que cometieron violaciones 
a las leyes de inmigración, pero que no contaban 
con antecedentes criminales, muchos de ellos 

sin haber sido convictos o condenados por una 
Corte, datos que, como se verá adelante, son 
congruentes con el porcentaje de personas 
deportadas salvadoreñas que arribaron al país 
tras haber cometido algún tipo de delito en 
Estados Unidos.

La justificación de estas acciones, expresada por 
el Departamento de Seguridad Interna (DHS, por 
sus siglas en inglés), es que: “A pesar de no haber 
sido condenados por un crimen, estos individuos 
caen dentro de las prioridades de la aplicación 
de las funciones de la Agencia de Inmigración 
y Aduanas.” La estrategia ha resultado en 
impopulares estadísticas que reducen personas 
con dignidad y, por lo tanto, con derechos 
humanos a meros datos y sumas consolidados 
en una matriz o cuadro que no dice nada del 
drama humano detrás de la cifra.

La política migratoria de México y el drama de 
los migrantes en tránsito

No puede desligarse la política migratoria 
estadounidense de lo que pasa con su 
vecino del sur, México, país que, durante 

los últimos años, se ha convertido en un extenso 
territorio de contención de los flujos migratorios 
que se dirigen hacia Estados Unidos. México 
aprobó en el año 2011 su Ley de Migración, 
que se esperaba corrigiera ciertos vacíos de la
antigua Ley General de Población en materia 
de derechos humanos. Las organizaciones 
defensoras de los derechos humanos de los 
migrantes esperaban que la nueva legislación 
permitiera una visa de tránsito con la cual los 
migrantes pudieran viajar sin restricciones a 
lo largo de México. Efectivamente, la nueva 
ley permite esa visa, pero solo a aquellos que 
tienen vigente una visa de Estados Unidos, un 
contrasentido para los miles de indocumentados 
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que atraviesan el territorio mexicano con el 
objetivo de llegar a aquel país y que no logran 
cumplir con los requisitos que imponen las 
embajadas de Estados Unidos y México en sus 
países.

Las constantes e innumerables violaciones a 
los derechos humanos de los migrantes en 
su paso por México resulta ya imposible de 
ignorar. En el año 2010, la Comisión Nacional 
de Derechos Humanos de ese país (CNDH), 
documentó 214 eventos de secuestro colectivo 
de migrantes en el período abril-septiembre de 
ese año, con un promedio de 50 víctimas por 
evento, lo cual se tradujo en un total de 11,333 
migrantes secuestrados, solo en ese lapso, y un 
número aproximado de 22 mil víctimas anuales. 
Como respuesta a las insistentes denuncias de 
organismos defensores de derechos humanos, la 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos 
(CIDH) calificó la situación de los migrantes 
en tránsito por México como una “verdadera 
tragedia humanitaria”. 

México --con poco más de once millones de sus 
ciudadanos viviendo en Estados Unidos— es 
atravesado cada año por al menos trescientos
mil personas que viajan sin documentos 
con destino a aquél país, en su mayoría 
centroamericanos. Según estimaciones no 
oficiales, una cuarta parte es interceptada 
y deportada por las autoridades mexicanas, 
facilitándoles las labores a las autoridades 
estadounidenses. La entrada en escena de los 
cárteles de la droga y la ya antigua tradición 
de corrupción de los agentes y funcionarios 
migratorios y policiales mexicanos sólo agravan 
la tragedia humanitaria para los migrantes en 
situación irregular.

Por razones de geopolítica, México es el filtro 
natural de la migración en tránsito hacia Estados 
Unidos. Se trata de una frontera vertical e 
inhumana para los migrantes en tránsito. En 
el sexenio de Felipe Calderón (2006-2012) y lo 
que va de la administración de Enrique Peña 
Nieto (2012-2018), el horror se ha incrementado 
para quienes atraviesan este territorio. Estos 
migrantes, en su gran mayoría, son personas 
pobres que no alcanzan a pagar los entre 7 y 10 
mil dólares que los traficantes de personas les 
cobran para llevarlos a los Estados Unidos. Por 
ello viajan sin visa en condiciones sumamente 
difíciles: colgados de los trenes de carga, 
expuestos al sol, la lluvia y el frío. Además, 
batallan cada día por lo que comerán y el agua 
que beberán. Tienen que esconderse de los 
agentes del Instituto Nacional de Migración 
(INM), de la Policía Federal y de las policías 
estatales y municipales, quienes los acechan 
en lugares estratégicos para interceptarlos, 
perseguirlos y capturarlos.4  Un movimiento 
solidario que aglutina iglesias, universidades, 
sociedad civil y comunidades han dispuesto de 
una inmensa red de apoyo material y espiritual 
para los migrantes; en los “albergues” o casas 
de migrantes pueden ellos encontrar ciertas 
condiciones donde asearse, comer, dormir y 
curarse si tienen quebrantos de salud. Desde 
hace algunos años, incluso estos defensores de 
migrantes han sido objeto de ataques por bandas 
de narcos y secuestradores. 	

Aunque históricamente México ha sido 
un sitio de tránsito y destino de migrantes 
centroamericanos, el enfoque de securitización 
de los Estados Unidos ha convertido al territorio 
mexicano en un espacio donde sistemáticamente 
ocurren violaciones a los derechos humanos 

4.	 Cf. Transición traicionada: los derechos humanos en México durante el sexenio 2006-2012 p. 228 en línea: http://bit.
ly/1gzGCAo
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de aquellos migrantes y se dan cotas altas de 
detenciones y deportaciones. Los salvadoreños 
que son deportados por vía terrestre desde 
México denuncian los distintos maltratos 
recibidos por parte de autoridades mexicanas. 
Como se observa en la Gráfica 2, el pico más 
alto de deportaciones de salvadoreños desde

México se registró en el año 2005 (cuando 
alcanzó una cuota de más de 40 mil personas) 
y este comenzó a descender hasta alcanzar un 
mínimo de un poco más de 9 mil personas en el 
2011, con un incremento que parece sostenerse 
en los años siguientes.

GRÁFICA  No.2
Deportados  salvadoreños  por  México,  2002-2013.

Fuente: Elaboración propia con datos del Instituto Nacional de Migración de México (INM).
Para 2012, 2013 y 2014, datos de la Dirección General de Migración y Extranjería (DGME).

La  política  migratoria  salvadoreña

El gobierno de El Salvador no tiene una 
política migratoria definida, pero ha hecho 
algunos esfuerzos por mejorar la atención 

que demandan los salvadoreños en el exterior 
y recibir a los centenares de deportados que 
arriban al país semanalmente, ya sea desde 
Estados Unidos como de México. Sus esfuerzos 
se han centrado, con altibajos a lo largo de 
los últimos cinco años, en atender algunas 
necesidades específicas de los salvadoreños 
residentes en el exterior (con especial énfasis 
en algunas ciudades de Estados Unidos), de los 
migrantes en tránsito por México y, en menor 
medida, de los deportados. El Salvador ha hecho 
pocos esfuerzos en materia de inmigración, por 
ejemplo, con los trabajadores nicaragüenses y 
hondureños que llegan a residir al país. 

Al margen de las acciones concretas, el gobierno 
presidido por el presidente Mauricio Funes 
(2009-2014) estructuró las bases de una política 
migratoria integral con un enfoque regional a 
partir del Programa de Gobierno 2009–2014: 
Cambio en El Salvador para vivir mejor. Se 
trata, al menos en el nivel discursivo, de una 
política migratoria inclusiva que trasciende lo 
nacional porque la mirada y la gestión se están 
haciendo regionalmente. Como parte de ello, 
la Dirección General de Migración y Extranjería 
(DGME), dependencia del Ministerio de Justicia y 
Seguridad Pública, ha trabajado en una reforma 
a la actual Ley de Migración, que data de 1959, 
y propone cambios sobre todo en derecho 
internacional relativo al respeto de la dignidad 
humana y el derecho a la movilidad. Sin embargo, 
al cierre de 2014 y tras largos meses de trabajo, 
no se ve con claridad una propuesta.
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Lo más destacable a nivel legislativo es la
creación de la Ley especial para la protección y 
desarrollo de la persona migrante salvadoreña 
y su familia, que ordena la creación del Consejo 
Nacional para la Protección y Desarrollo de la 
Persona Migrante y su Familia (CONMIGRANTES), 
como respuesta inmediata a la realidad precaria 
de los migrantes salvadoreños en el exterior. No 
obstante la creación de este organismo rector, 
los resultados concretos se han visto limitados 
debido a limitaciones presupuestarias, técnicas 
y de personal. A finales de 2014, a más de dos 
años de su creación, el CONMIGRANTES carecía 
de un presupuesto propio para funcionar. 
No obstante, había logrado articular diversos 
actores institucionales y de la sociedad civil para 
impulsar una política de atención a la persona 
migrante retornada, con asesoría de personal 
de Catholic Relief Services (CRS), instancia que 
tuvo a su cargo el Programa “Bienvenido a Casa” 
entre 1998 y 2005.

Destaca la capacitación de los funcionarios 
consulares en materia de derechos humanos, 
la apertura de al menos tres nuevas agencias 
de protección consular en el sur de México 
(Arriaga y Comitán, en Chiapas; Acayucan, en 
Veracruz), el fortalecimiento de las acciones de 
gestión humanitaria y la remodelación de las 
instalaciones donde se reciben a los deportados 

procedentes de México en San Salvador. El centro 
donde se reciben a los deportados de Estados 
Unidos, como se verá más adelante, adolece 
de problemas de hacinamiento, insuficiencia de 
inodoros y carece de un espacio adecuado para 
que permanezcan los familiares que llegan a 
esperar a las personas deportadas.

Mucho de las acciones del gobierno actual, con 
Salvador Sánchez Cerén como presidente del
país (2014-2019) se han centrado en seguir 
facilitando las condiciones que permitan la 
reinscripción de más de 200 mil salvadoreños 
al Estatus de Protección Temporal (TPS, por 
sus siglas en inglés), que otorga el gobierno de
Estados Unidos para que ciudadanos de El 
Salvador tengan la autorización de trabajar en 
aquel país con la garantía de no ser deportados, 
pero con una probabilidad muy baja de 
conseguir una residencia formal e integrarse 
definitivamente a la sociedad estadounidense 
con pleno derecho. Como se aprecia en la
Gráfica 3, al menos 74 mil salvadoreños han 
dejado de inscribirse en el TPS desde que se 
hizo la primera vez en el año 2001, hasta la más 
reciente, en el 2013, debido, entre otras cosas, 
a los costos que supone la reinscripción y a 
que muchos salvadoreños han pasado por alto 
algunos de los duros requisitos que definen su 
elegibilidad.

GRÁFICA  No.3
Salvadoreños  inscritos  al  TPS.  2001-2013

Fuente: elaboración propia con datos de Embajada de El Salvador en Washington, D.C. y http://www.uscis.gov/es
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Finalmente, el gobierno salvadoreño actual 
ha desarrollado una campaña, financiada con 
fondos de Estados Unidos, para desincentivar 
la migración de niños, niñas y adolescentes 
salvadoreños, tras la declarada crisis que 
aconteció a mediados de 2014 al verse
rebasada la capacidad de procesamiento por 
parte de las autoridades estadounidense de los 
miles de niños no acompañados originarios de 
Centroamérica y México que llegaron a aquél
país. 

El vicepresidente salvadoreño, Óscar Ortiz, 
incluso ha relacionado la disminución del flujo 
de niños emigrando de El Salvador, así como de 
personas adultas y jóvenes, con la necesidad 
de que el gobierno de Estados Unidos apruebe 
y ejecute el Fonmilenio II, un mega proyecto 
a desarrollarse en la zona costera del país y 
que incluye obras de infraestructura y otras 
asociadas. 

La apuesta del gobierno de turno es propiciar 
las condiciones suficientes y necesarias para 
que las personas no tengan que emigrar; sin 
embargo, al revisar las principales causas por 
las que los salvadoreños emigran, y a juzgar 
por el creciente número de deportaciones –que 
nos dirían, indirectamente, que más personas 
se van cada año hacia Estados Unidos—, 
aún no se están dando aquellas condiciones.

¿Por  qué  se  va  la  gente?

Los factores económicos son, por mucho, los 
que motivan la emigración de salvadoreños. 
Así lo manifiestan al ser entrevistados por 

personal de la Dirección General de Migración 
y Extranjería cuando regresan deportados 
de México o de Estados Unidos. Según 
datos de aquella dependencia, el 79% delas 
personas adultas entrevistadas en el año 2013 
mencionaron esa causa, mientras que en el

2014 el porcentaje fue del 75%. Las
motivaciones económicas son muchas, pero 
la situación de pobreza y la imposibilidad de
generar ingresos que permitan cubrir las 
necesidades básicas son los principales 
detonantes. De acuerdo a los datos oficiales
más actualizados, el 34.5% de los hogares 
salvadoreños se encuentra en situación de 
pobreza: 8.9% en pobreza extrema y 25.6% 
en pobreza relativa (DIGESTYC, 2013). Para la 
Encuesta de Hogares de Propósitos Múltiples, 
instrumento del Ministerio de Economía que 
construye diversos indicadores sobre la realidad 
socioeconómica del país, la pobreza extrema 
equivale a no poder cubrir el costo de la Canasta 
Básica Alimentaria (CBA), que asciende a USD 
170.9 mensuales en el área urbana para un 
hogar de 3.6 personas, que es el promedio 
de miembros que tiene un hogar urbano en El 
Salvador. En el área rural, el costo de la CBA es 
de USD 131.4 al mes, para un hogar tipo con 
4.2 miembros en promedio. La pobreza relativa 
se mide duplicando el costo de la CBA; es decir, 
viven en esa condición los hogares que no 
alcanzan a generar ingresos por USD 341.9 en
el área urbana y  USD 262.8 mensuales en el
área rural. 

En suma, al menos tres de cada diez
salvadoreños viven en situación de pobreza, 
ya sea absoluta como relativa. Ahora bien, si 
se desglosa el fenómeno de la pobreza por 
área, resulta que el ámbito rural tiene mayores
niveles que el urbano: el 43% de los hogares 
rurales vive en pobreza mientras que el 
29.9% de los hogares urbanos está en esas
condiciones. El panorama de las motivaciones 
económicas de los migrantes salvadoreños se 
completa al considerar los montos vigentes 
de salario mínimo en El Salvador. Con datos 
actualizados hasta septiembre de 2014, el 
Ministerio de Trabajo aprueba un salario 
mínimo equivalente a USD 242.40 mensuales –
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es decir, USD 8.08 diarios en jornadas de ocho 
horas— para una persona empleada en el 
sector de comercio y servicio, que es el mejor
remunerado. Esto implica que un hogar 
urbano en cuyo seno únicamente se encuentre
empleado un miembro que percibe el salario 
mínimo estará en situación de pobreza al no 
poder garantizar un ingreso de al menos USD 
341.9, que es la CBA ampliada. Conforme se 
cambia de actividad económica, los salarios 
tienden a ser más bajos; por ejemplo, para una 
persona empleada en el sector agropecuario,
el Ministerio de Trabajo garantiza un salario 
mínimo de USD 3.79 al día, o su equivalente 
de USD 113.70 al mes.5  Si consideramos que 
el salario mínimo vigente en el estado de 
California,6 por ejemplo, es de USD 9.0 por
hora, es decir, USD 72.0 en jornadas diarias 
de ocho horas, es totalmente entendible la 
motivación económica No está de más, pues, 
recalcar las disparidades salariales entre El 
Salvador y Estados Unidos como una poderosa 
motivación para las personas.

A los factores económicos le siguen, muy de 
lejos, las razones asociadas a la inseguridad,
por un lado, y a la violencia intrafamiliar, por
otro: el 13% de las personas que fueron 
deportadas de Estados Unidos y México
durante 2014 manifestaron que emigraban
por estas razones. Esta es una motivación 
que merece estudios específicos, dado la 
preocupante situación de desplazamiento 
forzado ocurrida, precisamente, por razones de 
inseguridad, como producto de las amenazas 
y delitos directos como la extorsión por parte 
de las pandillas o maras que operan en el país. 
Finalmente, el 10% de las personas adultas 

deportadas de aquellos países emigraron por 
razones de reunificación familiar. Lo cierto es 
que las redes sociales y familiares construidas 
durante décadas por los salvadoreños han 
propiciado el montaje de una estructura que 
posibilita la emigración hacia Estados Unidos.
La reunificación familiar es solo una
consecuencia de la confección de aquellas
redes. El restante 2% de las personas había 
emigrado por otras razones menores como 
aventura, salud o turismo.

Necesidad de adoptar un enfoque de
derechos  humanos

La agresiva política de deportaciones de 
Estados Unidos ha sido duramente criticada 
por organizaciones de la sociedad civil y por 

organismos de derechos humanos porque dice 
concentrarse en inmigrantes indocumentados 
que constituirían una amenaza para la seguridad, 
cuando no ha sido así, como se sostiene en este 
estudio. Además, las deportaciones en sí chocan 
con algunos derechos humanos. Human Right 
Watch, por ejemplo, ha denunciado que las 
deportaciones violan derechos fundamentales 
de las personas, como el de la unidad familiar. 
La denuncia en mención resalta que Estados 
Unidos tiene incorporado en sus leyes internas 
la esencia del derecho a la unidad familiar, tal 
como lo expresa la Declaración Universal de los 
Derechos Humanos pero, en la práctica jurídica, 
no las están cumpliendo a cabalidad con los 
inmigrantes:

“Los hombres y las mujeres, a partir de la edad 
núbil, tienen derecho, sin restricción alguna 
por motivos de raza, nacionalidad o religión, 

5.	 Puede consultarse el sitio web del Ministerio de Trabajo de la República de El Salvador: http://www.mtps.gob.sv/
index.php?option=com_content&view=article&catid=25:avisos-ciudadano&id=1699:tabla-salario-minimo-vigente-a-
partir-de-enero-2014&Itemid=76

6.	 Puede consultarse en la siguiente notificación oficial: http://www.dir.ca.gov/iwc/MW-2014-spanish.pdf
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a casarse y fundar una familia, y disfrutarán 
de iguales derechos en cuanto al matrimonio, 
durante el matrimonio y en caso de disolución 
del matrimonio. La familia es el elemento 
natural y fundamental de la sociedad y tiene 
derecho a la protección de la sociedad y del 
Estado” (Art. 16 lit. 1 y 3). Los que se quedan en 
Estados Unidos luego de la deportación de un 
ser querido están sufriendo por la penalización 
de la migración. Human Right Watch también 
ha denunciado en el año 2013 el giro del
ámbito civil al penal en los casos de
inmigración:

“El rápido incremento de los procesos penales 
federales por delitos de inmigración forma
parte de una tendencia más generalizada que 
usa los recursos del sistema penal para asegurar 
el cumplimiento de normas sobre inmigración, 
una actividad que tradicionalmente se ha 
considerado una cuestión de naturaleza civil.”7

También se ha cuestionado si el giro de lo civil 
a lo penal, con el consecuente incremento en 
las cifras de deportaciones, está contribuyendo 
a tener comunidades más seguras. Para el 
organismo de derechos humanos sucede todo
lo contrario:

“Existen pocas evidencias sobre la capacidad 
disuasiva de estos procesos frente a la 
inmigración ilegal. Ante los poderosos factores 
de motivación económicos y políticos que 
impulsan la inmigración hacia Estados Unidos, 
y el hecho de que la demanda estadounidense 
de mano de obra migrante supera ampliamente 
la cantidad de visas disponibles, es razonable 
suponer que el efecto disuasivo de los procesos 
penales en este ámbito sería menor que en 
otros ámbitos, al menos para migrantes que 
están en una situación de desesperación. En 
particular, estos procesos tienen menores 
probabilidades de disuadir a los migrantes, 
incluso a los reincidentes, cuando la razón que 
los impulsa a ingresar al país está relacionada
con necesidades humanas absolutamente 
básicas, como el deseo de reencontrarse con 
hijos u otros familiares cercanos, o escapar de 
situaciones de violencia o persecución en el 
lugar de origen.”8 

En definitiva, el impacto que generan las 
deportaciones en los migrantes salvadoreños 
y sus familias, sumado a las escasas acciones 
gubernamentales para atender las necesidades 
inmediatas de estas personas reclama la 
imperiosa necesidad de adoptar un enfoque de 
derechos humanos.

7.	 Human RightsWatch (2013) Convirtiendo a migrantes en delincuentes. El impacto adverso de procesos penales en la 
frontera estadounidense. Pág. 2  Disponible en http://bit.ly/1k5YyYR

8.	 Ibíd. Pág. 4.
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III.	CARACTERÍSTICAS
SOCIO-DEMOGRÁFICAS 
Y  SITUACIÓN  DE  LOS  

SALVADOREÑOS  DEPORTADOS  
DESDE ESTADOS UNIDOS 

Para la caracterización socio-demográfica 
de los salvadoreños deportados desde 
Estados Unidos durante los últimos cuatro 

años se dispone de dos fuentes de información 
oficial. La primera, y más extensa para los
fines de este estudio, proviene de la base de datos 
que construye la Dirección General de Migración 
y Extranjería de El Salvador (DGME). Como se ha 
señalado en el apartado metodológico, el llamado 
Sistema Informático Integrado de Gestión 
Migratoria, que para el caso de los retornos 
aéreos comenzó a aplicarse en febrero de 2011, 
registra información de tipo socio-demográfico 
y migratorio. Se cuenta, pues, con información 
sistemática y consolidada sobre las personas 
deportadas por vía aérea para los años 2011, 
2012, 2013 y 2014. La segunda fuente proviene 
del registro que lleva la Embajada de El Salvador 
en Washington D.C., dependencia del  Ministerio 

de Relaciones Exteriores, conforme a los
reportes que le envía la Agencia de Inmigración
y Aduanas de Estados Unidos (ICE, por sus
siglas en inglés) entre los años 2012 y 2013, 
que difiere en cuanto a su estructura de la 
anterior, pero que nos permite hacer algunas
relaciones entre variables.
  
De acuerdo a la primera fuente y como lo 
muestra la Gráfica No. 4, un total de 15,710 
salvadoreños y salvadoreñas fueron deportados 
por vía aérea en el año 2011, la gran mayoría 
desde Estados Unidos. Otras naciones que 
devuelven a ciudadanos salvadoreños hacia 
el país son México, España e Italia, pero en 
menor proporción. Durante ese mismo año, la 
DGME comenzó a aplicar un cuestionario a las
personas retornadas para registrar y conocer 
mejor su perfil. 

GRÁFICA  No.4
Deportados  salvadoreños  por  género,  vía aérea.  2011-2014

•	 Para 2014, datos hasta el 30 de noviembre.
Fuente: Elaboración propia, con base en datos de Dirección General de Migración y Extranjería.
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Un año después, en el 2012, la cifra se elevó 
a 19,691 personas, lo que representa un 
incremento del 20.2%, tendencia al alza que 
se mantuvo en el 2013, cuando las personas 
deportadas por vía aérea fueron 21,877, lo que 
implica un nuevo incremento del 10%, respecto 
del año inmediato anterior. Ese fenómeno se 
mantuvo en el 2014, cuando se registraron 
27,653 deportaciones, faltando un mes para 
que acabara el año, con un aumento de 26.4% 
respecto del año anterior, siendo el aumento
más alto de los años analizados. Lo anterior 
resulta en un total de 84,931 personas 
deportadas por vía aérea durante los últimos 
cuatro años. Ahora bien, para completar el perfil 
socio-demográfico de las personas que llegaron 
deportadas durante estos años, es pertinente 
conocer el género, la edad, el departamento 
de nacimiento y el estado civil de aquellas 
personas.

Más  hombres  deportados

Nueve de cada diez deportados son 
hombres; es decir, éstos predominan en el 
flujo de retorno forzado hacia El Salvador. 

En el 2011, los hombres constituyeron el 90% 
de los registros de la DGME; un año después, 
aquellos alcanzaron el 92%, para regresar al
90% en el 2013, datos que se ilustran en la
Gráfica 5, que mide el porcentaje de 
participación en el flujo para mujeres y hombres. 
Las cifras se acercan a la que se desprende de
los registros que lleva la Embajada de El
Salvador en Washington: el 89% de los
deportados en el 2013 fueron hombres,
mientras que el restante 11% fueron mujeres. 
Sin embargo, los datos de 2014 nos indican 
que las mujeres estarían incrementando su 
participación, ya que habrían duplicado su 
presencia en un solo año, constituyendo, ahora, 
el 18% de las deportaciones.

GRÁFICA  No.5
Deportados  salvadoreños  por  género,  vía aérea.  2011-2014

•	 Para 2014, datos hasta el 30 de noviembre.
Fuente: Elaboración propia, con base en datos de Dirección General de Migración y Extranjería.

La tendencia al alza entre hombres y mujeres 
deportados se mantuvo en proporciones 
distintas durante los años analizados. La 

deportación de mujeres había descendido 
entre 2011 y 2012, pero dicho flujo comenzó 
a repuntar este mismo año, para llegar a un 
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notable incremento de 132.6% entre los años 
2013 y 2014, el aumento más significativo en el 
periodo analizado, cifras que muestran que no 
solo habría incrementado el número de niños, 
niñas y adolescentes migrantes en el último 
año, sino también, y muy importante, el de 

mujeres. Al mismo tiempo, como se ve en 
la Gráfica 6, la variación porcentual de los
hombres ha sido más estable, pasando de un 
incremento de 28.18% entre 2011 y 2012, a 
un aumento más tenue, entre 2013 y 2014,
cuando fue del 15.07%.

GRÁFICA  No.6
Deportados  salvadoreños  por  género,  vía  aérea

(Porcentaje  de  variación  anual).  2011-2014

•	 Para 2014, datos hasta el 30 de noviembre.
Fuente: Elaboración propia, a partir de base de datos de Dirección General de Migración y Extranjería.

Ahora bien, las cifras presentadas no explican 
necesariamente el por qué están siendo 
deportados más los hombres que las mujeres 
ni significan que las mujeres emigren menos 
que los hombres. El flujo de retorno forzado 
(los que vuelven no por voluntad propia) es 
distinto al flujo de emigración (los que se van), 
por diversos motivos, el más poderoso de ellos 
es que el primero es totalmente controlado
por las autoridades y las instituciones; el
segundo no lo es y, como tal, es sumamente 

complicado cuantificarlo y caracterizarlo. Lo 
que se sabe del flujo de emigración es por datos 
indirectos y estimaciones vagas. 

Es probable que los números de deportaciones 
sean reflejo de los flujos de emigración desde
El Salvador y de su composición por género,
pero también es probable que muchas más 
mujeres logren insertarse en las redes de tráfico 
de personas que estarían teniendo éxito en 
llegar a Estados Unidos sin ser interceptadas
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por las autoridades migratorias de ese país y 
que, por lo tanto, lograrían evadir los controles 
migratorios más que los hombres que, 
proporcionalmente, emigrarían al margen de 
aquellas redes de tráfico. 

No habría que descartar tampoco que más
mujeres se quedarían a vivir en México, 
abandonando su proyecto original de llegar 
hasta Estados Unidos, dado que, según
estudios existentes, los mexicanos aceptan
con mayor facilidad a las mujeres que a los 
hombres centroamericanos, sobre todo entre 
migrantes que viajan con los mínimos recursos 
económicos y sociales que les posibiliten 
llegar con éxito hasta Estados Unidos. En 
otras palabras, la proporción entre hombres y
mujeres que componen el flujo de retorno 
forzado hacia El Salvador no necesariamente es 
la misma para el caso del flujo de emigración, 
donde probablemente esté más balanceada.

 Una  fuerza  laboral  joven

El grupo de edad con mayor participación 
entre los deportados está entre los 18 y
los 25 años de edad, lo que nos indica que, 

en su mayoría, se trata de jóvenes en edad 
laboral y reproductiva, tal que como se ilustra
en la Gráfica 7. Al ampliar el rango de edad de
18 a 41 años, se tiene que el 86% de los
deportados ingresó al país entre esas edades 
durante 2011 y 2013, constituyendo una 
mayoría absoluta. Únicamente el 14% es mayor 
de 41 años o, según la legislación salvadoreña,9  

corresponde al grupo de las niñas, niños y 
adolescentes (NNA). Respecto de este último 
grupo, se registra un preocupante incremento 
entre 2011 y 2013: de 136 que ingresaron en 
el primer año por vía aérea se pasó a 325 en 
el segundo, lo que significa un 58% más en las
cifras de aquellos tres años. 

GRÁFICA  No.7
Deportados  salvadoreños  por  grupos  de  edad,  vía aérea.  2011-2013

Fuente: Elaboración propia, con base en datos de Dirección General de Migración y Extranjería.

9.	 La Ley de Protección de la Niñez y la Adolescencia (LEPINA) consigna que niño es aquella persona cuya edad oscila 
entre 0 y 12 años, mientras que adolescente es aquella persona que ha cumplido ya los 12 años y no ha alcanzado 
los 18.
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Desde luego que las cifras de NNA deportados 
desde Estados Unidos no reflejan la magnitud
del fenómeno de la niñez migrante en El
Salvador: México deportó por vía terrestre
a 1,059 personas de ese grupo de edad durante 
2012, cifra que se eleva a 1,521 en el 2013. 
Es decir, la mayor parte de las niñas, niños y 
adolescentes deportados retorna al país tras 
haber sido detenidos durante su tránsito hacia 
Estados Unidos, sin haber alcanzado este último 
país.

Cuando se cruzan las variables de edad y
género, se tiene que la proporción de NNA 

cambia con respecto a la de los adultos: nueve 
de cada diez deportados adultos son hombres, 
mientras que solo seis de cada diez niños y 
adolescentes deportados pertenecen al género 
masculino. Es decir, la participación de las
niñas deportadas desde Estados Unidos es
mayor que la de las mujeres adultas. Hasta
2013, la DGME no desglosaba las edades de los 
NNA ni especificaba si viajan acompañados o sin 
un pariente mayor de edad que se hiciera cargo 
de ellos, por lo que se soslayan esos detalles
que bien posibilitarían un análisis más
específico.

GRÁFICA  No.8
Deportados  salvadoreños  por  grupos  de  edad, vía aérea.  2014

•	 Datos hasta el 30 de noviembre.
Fuente: Elaboración propia, con base en datos de Dirección General de Migración y Extranjería.

Sin embargo, durante el 2014, la Dirección 
General de Migración y Extranjería cambia la 
estructura de su cuestionario para modificar 
los rangos de edad y especificar las edades de 
los NNA, cuya participación durante ese año 
en los flujos migratorios fue muy significativa, 
dando paso a la llamada “crisis de los niños”. 
Con ello se tiene que un total de 770 niños, 
niñas y adolescentes salvadoreños deportados 

de Estados Unidos en el último año, duplicando 
la cifra de 2013. La DGME comenzó a desglosar 
los datos en “Primera infancia” (0 a 8 años), 
“Infancia tardía” (9 a 12 años) y “Adolescencia” 
(13 a 17 años de edad).

Las estadísticas no especifican si estos niños 
regresaron acompañados de sus padres y
madres ni si regresaron luego de que sus 
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progenitores decidieran abandonar los
procesos judiciales para poderse quedar en 
Estados Unidos. Lo que sí indican los datos es 
el incremento en las deportaciones que, de 
nueva cuenta, no ilustran necesariamente lo
que sucede con el flujo de emigración.

Por otro lado, los últimos registros 
siguen indicando que los deportados son 
eminentemente jóvenes: con un total de
15,324 personas entre los 18 y los 30 años, 
este grupo de edad representó el 55% de las 
deportaciones en el año 2014, a lo que se suma 
un 28%, o sea, 7,841 personas que tenían entre 
30 y 40 años. En suma, el 83% de las personas 
que llegaron deportadas en el año 2014
tenían entre 18 y 40 años de edad, una cifra 
consistente con los datos de los años anteriores.

Migueleños y capitalinos, los que más son 
deportados

En cuanto al departamento de nacimiento 
de las personas deportadas desde 
Estados Unidos, se tiene que San Miguel, 

San Salvador, Usulután, La Unión y Santa 
Ana son los principales, en su orden. Estos 
cinco departamentos, distribuidos en las tres 
principales zonas del país, concentran la mitad 
de los deportados, como se aprecia en el
Mapa 1, la Gráfica 9 y el Cuadro 1, que
también muestra cómo han ido incrementando 
las deportaciones de personas que son
originarias de cada departamento. La otra
mitad se distribuye entre los restantes nueve 
departamentos. 

MAPA  No. 1
Deportados  salvadoreños  por  vía  aérea  y  por

departamentos  de  origen.  2011-2013

Fuente: Elaboración propia, con base en datos de Dirección General de Migración y Extranjería.

DEPARTAMENTO CANT. 
ABSOLUTAS

1.	 San Miguel 6,741
2.	 San Salvador 6,435
3.	 Usulután 5,634
4.	 La Unión 5,548
5.	 Santa Ana 4,430
6.	 Cabañas 4,204
7.	 La Libertad 4,112
8.	 Chalatenango 4,059
9.	 Sonsonate 3,574
10.	 Ahuachapán 3,086
11.	 Morazán 2,895
12.	 San Vicente 2,480
13.	 La Paz 2,447
14.	 Cuscatlán 1,633
TOTAL 57,278
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Al hacer las distinciones por zona, destaca 
que el oriente concentra el 36.3% de los 
deportados, consolidando los años 2011, 2012 
y 2013. Resaltan, como ya se ha apuntado, 
los departamentos de San Miguel, Usulután y 
La Unión, en su orden. Morazán es uno de los 
departamentos del país que menos deportados 
registra. La zona oriental mantiene constante 
su participación a lo largo de los tres años. 
Por otra parte, como se observa en el Mapa 2, 

el 44.3% es originario de los departamentos 
centrales de El Salvador, una región amplia que 
se compone por la mitad de los departamentos 
del país. A la zona occidental corresponde el 
19.4% de los deportados. Aunque Santa Ana es 
el departamento más recurrente, le siguen muy 
de cerca Sonsonate y Ahuachapán. Los datos 
registran, pues, que casi cuatro de cada diez 
deportados son originarios del oriente del país.

GRÁFICA No.9
Deportados salvadoreños por departamento

de origen, vía aérea. 2011-2013

Fuente: Elaboración propia, con base en datos de Dirección General de Migración y Extranjería.
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MAPA  No. 2
Deportados  salvadoreños  por  vía  aérea  y

regiones  de  origen.  2011-2013

Departamento
Año

Total %
2011 2012 2013

San Miguel 1885 2271 2585 6741 11.8
San Salvador 1885 2214 2336 6435 11.2
Usulután 1571 1909 2154 5634 9.8
La Unión 1473 1927 2148 5548 9.7
Santa Ana 1303 1513 1614 4430 7.7
Cabañas 1083 1423 1698 4204 7.3
La Libertad 1147 1421 1544 4112 7.2
Chalatenango 1056 1336 1667 4059 7.1
Sonsonate 957 1287 1330 3574 6.2
Ahuachapán 834 1108 1144 3086 5.4
Morazán 735 985 1175 2895 5.1

CUADRO  No. 1
Deportados  salvadoreños  por  departamentos  de  origen,

vía  aérea.  2011-2013.  (Números/Porcentajes)

REGIÓN CANT. 
ABSOLUTAS

CENTRAL 25,370
ORIENTAL 20,818
OCCIDENTAL 11,090

REGIÓN CENTRAL: (1) La 
Libertad, (2) Chalatenango, (3) 
San Salvador, (4) Cuscatlán, 
(5) La Paz, (6) Cabañas, (7) San 
Vicente.

REGIÓN ORIENTAL: (8) Usulután, 
(9) San Miguel, (10) Morazán, 
(11) La Unión.

REGIÓN OCCIDENTAL: (12) 
Ahuachapán, (13) Sonsonate, 
(14) Santa Ana.

Fuente: Elaboración propia, con base en datos de Dirección General de Migración y Extranjería.
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Fuente: Elaboración propia, con base en datos de Dirección General de Migración y Extranjería.

Es de justicia mencionar que la región oriental 
cuenta con una intensa dinámica migratoria 
desde hace décadas y la que concentra buena 
parte de las localidades del país que tienen los 
montos más altos de recepción de remesas 
familiares desde Estados Unidos, indicador que 
se utiliza aquí solo para evidenciar que, para el 
caso de El Salvador, es de suma importancia, 

en tanto que la economía del país registra una 
“dependencia extrema” de las remesas (Funde, 
2010). De entre las primeras 10 localidades 
salvadoreñas con mayores porcentajes de 
hogares que reciben remesas, 5 corresponden 
a los departamentos de La Unión y Morazán, en
la región oriental, como se detalla en el
Cuadro 2.

CUADRO No. 2
Hogares receptores de remesas en

principales municipios. 2011. (Porcentajes)

N° MUNICIPIO DEPARTAMENTO REGIÓN

PORCENTAJE DE 
FAMILIAS

Zona

Urbana Rural

1 Concepción de 
oriente La Unión Oriental 25.3 46.4

2 Meanguera del 
Golfo La Unión Oriental 48.2 36.3

3 Santa Rosa 
Guachipilín Santa Ana Occidental 39.1 29.8

4 Bolívar La Unión Oriental 20.3 31.8
5 Pasaquina La Unión Oriental 28.3 30.1
6 Yoloaiquín Morazán Oriental 29.4 28.6

Fuente: PNUD/UCA/RREE (2011), Mapa de las migraciones salvadoreñas.

Departamento
Año

Total %
2011 2012 2013

San Vicente 640 892 948 2480 4.3
La Paz 664 862 921 2447 4.3
Cuscatlán 477 543 613 1633 2.9
TOTALES 15710 19691 21877 57278 100
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MAPA  No. 3
Tasa  de  desempleo  de  la  población  de  16  años

y  más  por  departamento.  2012

Fuente: Elaboración propia, con base en datos de la Encuesta de Hogares de Propósitos Múltiples 2012.

Se puede establecer, de este modo, una relación 
directa entre el desempleo y la emigración 
de los salvadoreños procedentes de estos 

departamentos, considerando que para la 
DGME, los factores económicos son la principal 
causa por la que emigran los salvadoreños,

DEPARTAMENTO TASA %

1.	 San Miguel 7.3
2.	 San Salvador 6.7
3.	 Usulután 6.5
4.	 La Unión 6.5
5.	 Santa Ana 6.5
6.	 Cabañas 6.3
7.	 La Libertad 6.3

DEPARTAMENTO TASA %

8.	 Chalatenango 5.9
9.	 Sonsonate 5.8
10.	 Ahuachapán 5.5
11.	 Morazán 5.4
12.	 San Vicente 5.1
13.	 La Paz 4.5
14.	 Cuscatlán 4.4

Por otro lado, y con ánimo de relacionar el 
flujo de retorno forzado con información 
oficial disponible en otros ámbitos, según la 
Encuesta de Hogares de Propósitos Múltiples 
del Ministerio de Economía (EHPM, 2013), los 
mismos departamentos, La Unión y Morazán,   

son parte de los 5 departamentos del país
con las tasas de desempleo más altas, junto con 
San Salvador, en la región central, y Cabañas y 
San Vicente, en la región paracentral, como se 
ilustra en el Mapa 3. 
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MAPA No. 4
Tasa de analfabetismo de la población de 

10 años y más, por departamento 2012

Fuente: Elaboración propia, con base en datos de la Encuesta de Hogares de Propósitos Múltiples 2012.

como se detalló en el apartado anterior. El 
panorama se complementa si se considera, 
atendiendo de nuevo a la EHPM, que San
Miguel, Morazán y La Unión tienen las tasas

más altas de analfabetismo del país en
población mayor a los 10 años de edad, como
se detalla en el Mapa 4.

DEPARTAMENTO TASA %

1.	 San Miguel 23.7
2.	 San Salvador 21.4
3.	 Usulután 18.5
4.	 La Unión 18.2
5.	 Santa Ana 17.0
6.	 Cabañas 16.2
7.	 La Libertad 15.8

DEPARTAMENTO TASA %

8.	 Chalatenango 14.4
9.	 Sonsonate 13.8
10.	 Ahuachapán 12.8
11.	 Morazán 12.6
12.	 San Vicente 10.8
13.	 La Paz 10.5
14.	 Cuscatlán 6.3

En el año 2014, la DGME comenzó a introducir 
mejoras en su base de datos, lo que permite 
hacer distinciones más finas y, para ubicar más
en los territorios el fenómeno de la
deportaciones de salvadoreños por vía aérea 
y terrestre, se localizan a las personas por su 
municipio de domicilio, que es distinto al de 
origen o donde se encuentra inscrito en el 

registro civil. Así, los datos de 2014 permiten 
identificar los diez principales municipios –
de entre los 262 que tiene el país— en donde 
residen los deportados salvadoreños, como se 
muestra en el Mapa 5, instrumento de mucha 
utilidad para poder focalizar políticas públicas
en el ámbito territorial.
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Se hace evidente que seis de los diez principales 
municipios corresponden a cabeceras 
departamentales, comenzando con San Miguel 
(Departamento del mismo nombre), para
seguir con Santa Ana (Santa Ana) y San
Salvador (San Salvador), terminando con 
Zacatecoluca (La Paz), La Unión (La Unión) 
y Sonsonate (Sonsonate). Este consolidado
incluye las tres ciudades más grandes y
pobladas del país (San Salvador, San Miguel y 
Santa Ana), que corresponden, a su vez, con las 
ciudades más importantes de cada zona (central, 
oriental y occidental, en su orden). 

Pero llama poderosamente la atención 
otros municipios como Ilobasco, Soyapango, 
Metapán y Jiquilisco, que no son cabeceras 
departamentales, pero que destacan por 
distintas dinámicas demográficas (caso de 
Soyapango, por ser uno de los municipios 
del país con mayor densidad poblacional) y
sociales (casos de Ilobasco y Jiquilisco, 
que registran altos índices de inseguridad,
manifiestos en las estadísticas de homicidios y
los conflictos que generan las principales 
pandillas que operan en el país).

MAPA  No. 5
Deportados  salvadoreños  por  principales

10  municipios  de  domicilio,  vía aérea.  2014.

Fuente: Elaboración propia, con base en datos de Dirección General de Migración y Extranjería.

PRINCIPALES 10 MUNICIPIOS 
DE DOMICILIO DE DEPORTADOS 

2014

DEPARTAMENTO N°
DEPORTADOS

1.	 San Miguel 1,,406
2.	 Ilobasco 930
3.	 Santa Ana 713
4.	 San Salvador 548
5.	 Soyapango 540
6.	 Metapán 513
7.	 Jiquilisco 477
8.	 Zacatecoluca 444
9.	 La Unión 435
10.	 Sonsonate 418
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Estado  civil

Un poco más de la mitad de los deportados 
salvadoreños, en iguales proporciones 
para hombres y mujeres, son solteros: 

55%, 53% y 51%, respectivamente para 
2011, 2012 y 2013. Puede observarse una 
leve tendencia a la baja durante esos años, 
mientras que, inversamente, se registra un 
aumento, también leve, de los deportados que

manifiestan estar casados o acompañados, 
pasando del 41% en los dos primeros años al 
43% en el 2013, lo que implicaría que cada 
vez más se estaba deportando a personas que 
tienen un vínculo marital. Esto significa que 
cuatro de cada diez deportados están casados o 
acompañados, mientras que cinco son solteros. 
El resto manifiesta estar separado, divorciado
o viudo.

GRÁFICA No. 10
Deportados salvadoreños por Estado civil,

vía aérea. 2011-2014. 

•	 Para 2014, datos hasta el 30 de noviembre.
Fuente: Elaboración propia, con base en datos de Dirección General de Migración y Extranjería.



50

GRÁFICA  No. 11
Deportados  salvadoreños  por  estado  civil, 

vía  aérea.  2011-2014  (Porcentajes)

•	 Para 2014, datos hasta el 30 de noviembre.
Fuente: Elaboración propia, con base en datos de Dirección General de Migración y Extranjería.

Los datos indican que la mitad de los
deportados salvadoreños por vía aérea hasta el 
2013 aún no había afianzado vínculos maritales, 
considerando, además, que el grupo de edad
más recurrente ha pasado de ser entre los 26 y
los 33 años en el 2011, al de 18 a 25 años en 
el 2013; es decir, podría sostenerse que los 
deportados salvadoreños son cada vez más 
jóvenes, la mitad sin pareja y que se registraba

un importante y creciente porcentaje de
personas casadas o acompañadas. No obstante, 
de nuevo el año 2014 comenzaría a marcar una 
tendencia, ya que  el porcentaje de hombres 
solteros subió al 58% y de mujeres hasta el
70%, fenómeno que, como se ha dicho, puede 
deberse a que está cambiando la composición 
del flujo por grupo de edad, siendo cada vez
más joven.
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Dependientes  económicos

La mitad de los deportados salvadoreños
por vía aérea en el 2013 tenía dependientes 
económicos, la mayoría entre una y dos 

personas, ya sea en El Salvador como en el 

sitio desde donde fue deportado. Esto es, 
cinco de cada diez deportados tienen bajo su 
responsabilidad el sostenimiento de entre una
y hasta más de cinco personas, relación que
se ve evidentemente trastocada tras la 
deportación.

GRÁFICA  No. 12
Deportados  salvadoreños  por  dependientes  económicos,

vía  aérea.  2011-2014 

•	 Para 2014, datos hasta el 30 de noviembre.
Fuente: Elaboración propia, con base en datos de Dirección General de Migración y Extranjería.

Sin embargo, la tendencia marcada entre 
los cuatro años en cuestión muestra una 
disminución de las personas deportadas que 
tienen dependientes económicos, pues pasó 
de representar el 60% en el 2011 al 50% en el
2013 y al 44% en el 2014, como se muestra en
la Gráfica 12 en números absolutos. Esto
pudiera estar relacionado, como se ha 
mencionado antes, al hecho de que los 

deportados salvadoreños son cada vez más 
jóvenes y emigran antes de haber contraído
algún tipo de compromiso marital. Otra 
posibilidad es que se trata de jóvenes que 
emigran para reunirse con sus padres en
Estados Unidos, siendo estos últimos los que 
cargan con el sostenimiento de los hogares en
El Salvador. 
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Cada vez más, la mayoría son detenidos 
cruzando  la  frontera

Desde cualquier punto de vista que se 
mire, las estadísticas referentes al tiempo 
de residencia en el país desde donde 

se registró la deportación son preocupantes.
Por un lado, destaca que una parte significativa 
tenía entre uno y ocho años de residencia: para
el año 2011, casi cuatro de cada diez
salvadoreños deportados había permanecido 

GRÁFICA  No. 13
Deportados  salvadoreños  por  tiempo  de  residencia  en  el  país  de 

deportación,  vía  aérea.  2011-2014
(Números  absolutos)

•	 Para 2014, datos hasta el 30 de noviembre.
Fuente: Elaboración propia, con base en datos de Dirección General de Migración y Extranjería.

ese tiempo en el país de destino, mientras que, 
para 2013, el porcentaje bajó hasta cerca del 
15%, y siguió bajando durante el 2014. La base 
de datos de la Dirección General de Migración 
y Extranjería lamentablemente no permite ser 
más específicos dentro de ese lapso tan grande 
de tiempo (ocho años), en el que bien pudieran 
establecerse vínculos lo suficientemente 
fuertes como para crear arraigo en Estados 
Unidos y construir un proyecto de vida fuera de
El Salvador.

Igual de preocupante resulta, como se 
registra en la Gráfica 13, que 2,646 personas
deportadas durante los cuatro años tenían 
entre 17 y 24 años residiendo en el país 
desde donde fue retornado y que otras 1,457
personas habían permanecido más de 25 años. 
Es más que probable que el proyecto de vida 

de estas más de cuatro mil personas tenía 
lugar en Estados Unidos y que su reintegración 
sociocultural –por no decir lo laboral— en El 
Salvador haya resultado más que traumática al 
enfrentarse a un contexto que se les presenta
ya ajeno.
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Por otro lado, es alarmante el alza en las 
detenciones ocurridas durante el cruce de la 
frontera o inmediatamente después de este 
cruce, pasando del 38% de las deportaciones 
ocurridas en el 2011 al 71% en el 2013, un 
impresionante incremento en apenas dos años 
que estaría siendo producto, cuando menos,
del reforzamiento de personal de seguridad 
y control migratorio en la frontera y, 
probablemente, de las condiciones de 
inseguridad prevalecientes en el lado mexicano 
de la frontera, que estrechan las rutas y
exponen más a los migrantes a sufrir una 
detención por parte de las autoridades migratorias 
o a ser víctimas del crimen organizado. En el

2014 la proporción se elevó una vez más,
hasta alcanzar el 78% de todas las detenciones.
Es decir, actualmente, casi 8 de cada diez 
personas migrantes salvadoreñas que fueron 
detenidas por la autoridad estadounidense lo 
hicieron al momento del cruce de la frontera.

Este dato es una muestra más que evidente 
de la concentración de esfuerzos por parte de 
las autoridades migratorias en el ingreso, lo 
que contradice que las deportaciones estén 
enfocándose en aquellos inmigrantes que viven 
de manera irregular en Estados Unidos y que 
constituirían una presunta amenaza para la 
seguridad de los ciudadanos estadounidenses. 

GRÁFICA  No. 14
Deportados  salvadoreños  por  tiempo  de  residencia  en  el  país  de 

deportación,  vía  aérea.  2011-2014
(Porcentajes)

•	 Para 2014, datos hasta el 30 de noviembre.
Fuente: Elaboración propia, con base en datos de Dirección General de Migración y Extranjería.

No está de más considerar también que la 
disminución de las detenciones ocurridas al 
interior del país puede deberse a las constantes 
presiones que realiza el movimiento social

pro-inmigrante en Estados Unidos, con el
objetivo de detener las separaciones 
familiares que ocurren con la deportación.
Independientemente del lugar en donde 
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las personas hayan sido detenidas, las 
deportaciones, como se verá adelante, separan 
familias y destruyen proyectos de vida en
ambos lados de la frontera.

Deportados,  una  sola  vez

Una abrumadora mayoría fue deportado 
una sola vez: ocho de cada diez en el 
2011, nueve de cada diez en el 2013, 

como se indica en la Gráfica 15. Esto estaría

significando, probablemente, que la amenaza 
de penalización del reingreso por parte de las 
autoridades estadounidenses estaría minando 
los intentos de reemprender el cruce de la 
frontera o, probable también, que sean las 
autoridades mexicanas las que intercepten a los 
que intenten un reingreso, dado el incremento 
en las detenciones de migrantes salvadoreños 
que transitan por México en los últimos
cuatro años (Gráfica 16). 

GRÁFICA No. 15
Deportados salvadoreños por cantidad de deportaciones,

vía aérea. Consolidado 2011-2014 

•	 Para 2014, datos hasta el 30 de noviembre.
Fuente: Elaboración propia, con base en datos de Dirección General de Migración y Extranjería.
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Solo el 13% de las personas fueron
deportadas dos veces en el 2011 y el 7% en
el 2013 y 2014. Otro hecho, probablemente 
relacionado, al contrastar esta información 
estadística con los resultados de las entrevistas 
en profundidad, es que los maltratos y abusos 

recibidos durante la detención y deportación 
pudieran tener un efecto disuasivo, sumado al 
largo catálogo de abusos del que son objeto las 
personas migrantes mientras se desplazan por 
territorio mexicano.

GRÁFICA No. 16
Deportados salvadoreños por grupo de edad,

vía terrestre (México). 2012-2014 

•	 Para 2014, datos hasta el 30 de noviembre.
Fuente: Elaboración propia, con base en datos de Dirección General de Migración y Extranjería.

Mano  de  obra  ocupada

En cuatro años, las autoridades 
estadounidenses le quitaron su empleo a 
25,968 salvadoreños, una cantidad nada 

despreciable que refleja el impacto que un 

evento de deportación causa en los hogares
que dependen de la persona afectada. Y es que
la inmensa mayoría de los que fueron 
aprehendidos al interior del país para luego 
ser deportados se encontraba laborando al 
momento de ser detenidos. 

GRÁFICA No. 17
Deportados salvadoreños detenidos al interior de Estados Unidos,

vía aérea. Ocupados y desocupados. Consolidado 2012-2014 

•	 Para 2014, datos hasta el 30 de noviembre.

Fuente: Elaboración propia, con base en datos de 
Dirección General de Migración y Extranjería.
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Hipotéticamente, si se considera un empleo 
remunerado con el salario mínimo vigente 
en el estado de Los Ángeles, que asciende a 
USD 8.00 por hora, se tiene un salario diario 
de USD 64.00 al día, esto es USD 384.00 a la 
semana en jornadas semanales de seis días o su
equivalente de USD 1,536.00 mensuales. 
Tomando como base ese dato y haciendo las 
operaciones correspondientes se tiene que 
los casi 26 mil salvadoreños que dejaron de
laborar en Estados Unidos entre 2011 y 2014 
dejan de percibir en conjunto la millonaria 
cantidad de USD 39, 886,848.00 por cada mes 
sin trabajar.

Como se observa en la Gráfica 18, para 2011 
el porcentaje de ocupados en alguna actividad 
económica fue del 95% de los detenidos al
interior de Estados Unidos, indicador que 
descendió hasta el 70% en el 2014, pero que 
sigue siendo alto. En otras palabras, al menos 
siete de cada diez salvadoreños tenían un
empleo al momento de ser detenidos. Otra
lectura de los datos, no obstante lo anterior, 
sugiere que el nivel de ocupación de los 
salvadoreños en Estados Unidos ha ido 
descendiendo en el transcurso de los cuatro 
años analizados; es decir, cada vez habría
más salvadoreños sin empleo. 

GRÁFICA  No. 17
Deportados  salvadoreños  detenidos  al  interior  de  Estados  Unidos,

vía  aérea.  Ocupados  y  desocupados.  Consolidado  2012-2014 

•	 Para 2014, datos hasta el 30 de noviembre.
Fuente: Elaboración propia, con base en datos de Dirección General de Migración y Extranjería.

Para tener una estimación real de los 
que prestaban su fuerza de trabajo al ser 
interceptados por alguna autoridad migratoria 
o policial habría que sustraer a los que fueron 
detenidos al cruzar la frontera y que no
pudieron llegar a insertarse al mercado laboral. 
Habiendo hecho esta salvedad, se tiene que 
de los 15,710 deportados salvadoreños en el

2011, un total de 9,646 personas, es decir, el
61%, fueron detenidas al interior del país 
receptor; de este universo, a su vez, un total 
de 9,224 personas, o sea, el 95% estaban
empleadas en algún tipo de actividad
económica, destacando la construcción, con 
el 31% de los empleados, como se colige de la 
Gráfica 18.



57

Los datos para 2012 son similares, aunque 
entre 2013 y 2014 se produce una disminución 
de las personas que estaban ocupadas. Como
solo alrededor del 40% de los deportados 
durante 2012 se encontraba residiendo en el
país receptor a la hora de ser detenidos por 
una autoridad, resulta que de un total de 8,188 
personas que vivían dentro de las fronteras 
nacionales, 7,492, es decir, el 91% de los 
deportados, se había inserto en el mercado 
laboral. En otras palabras, el porcentaje de 
desocupados durante ese año no llegó al 10%. 
Para el caso de los deportados en el 2013, el
81% de las 6,167 personas que fueron
detenidas al interior del país se encontraban 
ocupadas, de nuevo en el sector de
construcción, la mayoría. De las 6,098
personas que residían al interior del país al 
momento de ser detenidas en el 2014, un total
de 4,244 manifestaron estar ocupados, lo 
que equivale al 70% de aquellas personas.

Lo que observamos, entonces, es que los 
salvadoreños que se encontraban residiendo
en Estados Unidos al momento de ser
deportados se vieron obligados a abandonar 
sus puestos de trabajo, con la consecuente 

afectación como proveedores de sus
respectivos hogares, tanto en Estados Unidos 
como en El Salvador. Es decir, la deportación, 
en el caso de los salvadoreños, está afectando 
directamente a los hogares que en ambos 
países dependen en su sostenimiento de los 
parientes o cercanos que han visto truncada 
abruptamente su estancia en aquél país.

Ahora bien, pese a que se ha destacado la
inmensa mayoría de ocupados entre los 
deportados salvadoreños que fueron 
aprehendidos al interior del país receptor,
no habría que perder de vista que muchas de
las actividades en las que se ocupan los 
salvadoreños siguen siendo consideradas
como de baja calificación y son empleos 
eminentemente urbanos, entre los que se 
cuentan: empleado de restaurante, jardinería, 
pintura, cocina, limpieza, transporte (como 
motorista o chofer) y, en grado menor,
agricultura. No obstante, como se muestra en
las Gráficas 19 y 20, el rubro en el que más 
se ocupan los salvadoreños en términos 
comparativos es la construcción, actividad más 
mencionada para los cuatro años en cuestión. 

GRÁFICA  No. 19
Deportados  salvadoreños  detenidos  al  interior  de  Estados  Unidos,

vía  área.  Principales  ocupaciones  laborales,  2011-2014 

•	 Para 2014, datos hasta el 30 de noviembre.

Fuente: Elaboración propia, con base en datos de 
Dirección General de Migración y Extranjería.
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El cuestionario que aplica la Dirección General 
de Migración y Extranjería no permite ser 
más específicos en cuanto al monto de los 
salarios recibidos, a las prestaciones o a 
otros posibles indicadores de la situación 
laboral de los salvadoreños en el momento de 

haber sido aprehendidos por las autoridades 
estadounidenses. Se echa de menos un estudio 
que indague sobre situación laboral de los 
trabajadores salvadoreños en Estados Unidos y 
otros países de destino.

GRÁFICA  No. 20
Deportados  salvadoreños  detenidos  al  interiorde  Estados  Unidos,

vía  área.  Principales  ocupaciones  laborales,  2011-2014 

•	 Para 2014, datos hasta el 30 de noviembre.
Fuente: Elaboración propia, con base en datos de Dirección General de Migración y Extranjería.

Tiempo  y  lugar  de  detención

La base de datos de la DGME permite también 
establecer el tiempo en que los deportados 
salvadoreños por vía aérea se encontraron 

detenidos por las autoridades migratorias
antes de ser devueltas a El Salvador. Así,
destaca que más de la mitad estuvo privada 
de su libertad en un lapso de entre uno y tres 
meses: el 50%, el 55% y el 57% para 2011, 2012 y
2013, respectivamente. Esto es, cinco de cada
diez personas estuvieron al menos un mes al 
interior de un centro de detención. De hecho,
solo dos de cada diez personas estuvieron 
privadas de su libertad por un periodo menor a
un mes, lo que indica una permanencia 

prolongada de aquellas personas en los centros 
de detención en Estados Unidos. Alrededor
del 15% de los salvadoreños deportados 
permaneció privado de su libertad entre 4
meses y un año. Esta base de datos no permite 
hacer más inferencias.

Son los registros de la Embajada de El Salvador 
en Washington D.C. los que posibilitan 
conocer desde donde fueron deportados los 
salvadoreños, al menos para el año 2013. Así,
se tiene que el estado de Texas, con cuatro 
centros de detención (Houston, El Paso, Dallas 
y Centro de Detención del Sur) concentra a un 
tercio de los deportados que fueron enviados 
en un vuelo federal estadounidense hacia El 



59

Salvador. El resto se reparte entre centros de 
los estados de Georgia, Louisiana, California, 
Washington D.C. y otros estados. Este dato es 
sugerente en cuanto indica los sitios en donde 

los consulados salvadoreños pudieran enfocar 
sus esfuerzos en atender a los connacionales
con necesidades de atención.

MAPA  No. 6
Deportados  salvadoreños,  por  principales  estados

desde  donde  se  realizó  la  deportación,  vía  área.  2013

•	 Para 2014, datos hasta el 30 de noviembre.
Fuente: Elaboración propia, con base en datos de Dirección General de Migración y Extranjería.

El  trato  recibido  por  las  autoridades

Pese a que la mayoría de los deportados 
manifiesta a las autoridades salvadoreñas 
haber sido tratadas bien por la autoridad 

estadounidense que realizó la deportación, las 
cifras indican que ha crecido el descontento 
sobre el trato recibido por parte de aquellas. 
En el 2011, el 50% de los deportados manifestó 
que fue tratado bien, mientras que el 24% 

dijo que regular; en el 2013, fue el 41% el que 
declaró haber sido tratado bien por la autoridad 
competente, pero casi el mismo porcentaje, el 
39%, dijo que el trato fue regular. 

Pese a que los deportados pudieron haber 
mencionado en sus respuestas las opciones de 
“Muy bueno” y “Excelente”, no hubo quien se 
decantara por estas dos respuestas en ninguno 
de los años. Lamentablemente, el cuestionario 
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migratorias o policiales, pero que el clima 
generado por una entrevista en profundidad 
sí permita que emerjan todo tipo de quejas 
frente a los investigadores y defensores de los
derechos humanos de las personas migrantes.

La  mayoría  sin  antecedentes  criminales

Las dos bases de datos consultadas muestran 
que la gran mayoría de las personas deportadas 
salvadoreñas no tenía antecedentes 

criminales o no habían sido devueltas al país tras 
cumplir una condena criminal en Estados Unidos. 
Según los registros de la Embajada de El Salvador 
en Washington D.C., por ejemplo, seis de cada
diez salvadoreños deportados durante el 2012 
no tenía cargos criminales, mientras que siete 
de cada diez no los tenía en el 2013. Es decir,
para este último año, solo al 30% de los 
deportados se le imputó un cargo criminal y 
arribó al país luego de cumplir una condena 
en Estados Unidos. Los cargos más señalados 
para este universo del 30% son, en su orden de 
importancia,  manejar en estado de ebriedad
o bajo efecto de drogas, asalto, drogas y robo.

aplicado por la DGME no posibilita ser más 
específicos en el tipo o nivel de autoridad y, 
por ejemplo, no distingue entre los agentes de 
inmigración y los agentes de seguridad privada 
que laboran en los centros de detención, que es
en donde se señalan la mayor parte de los 
maltratos en las entrevistas en profundidad 
aplicadas a las personas deportadas al llegar 
al aeropuerto, así como a los agentes de la
Patrulla Fronteriza, que conducen a las 
personas migrantes hacia las famosas 
“hieleras”, instalaciones que, como se verá en el
apartado de los testimonios recabados
mediante entrevistas en profundidad, son
recurrentemente mencionadas por las personas 
en tanto reciben un trato indigno. 

Obviamente, la base de datos de la DGME, como 
toda fuente de información oficial resultante 
de preguntas y respuestas cerradas, no permite 
hacer inferencias más contundentes. Al margen 
de lo que la base de datos autorice a sostener, 
habría que preguntarse por las razones que 
llevarían a las personas migrantes a callar 
maltratos frente a las autoridades salvadoreñas, 

GRÁFICA  No. 21
Deportados  salvadoreños,  por  antecedentes  criminales

en  Estados  Unidos,  vía  área.  2011-2014 

•	 Para 2014, datos hasta el 30 de noviembre.

Fuente: Elaboración propia, con base en datos de 
Dirección General de Migración y Extranjería.
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Al mismo tiempo, la Dirección General de 
Migración y Extranjería registra que el 42% de 
los deportados durante el 2011 arribaron al
país con antecedentes criminales, la gran
mayoría reportados desde los consulados de
El Salvador en los estados de Texas, California
y Arizona, por manejar en estado de ebriedad
y por asalto. En el 2012, la base de datos 
consigna, en congruencia con la información 
en poder de la embajada salvadoreña en la 
capital de Estados Unidos, que el 35% de los 
deportados tenía antecedentes criminales, 
mientras que, para 2013, únicamente el 
27% de las personas devueltas al país tenía 
antecedentes criminales, reduciéndose aún 
más en el 2014, con el 18% de las personas 

deportadas. La Gráfica 21 registra las
cantidades absolutas para los cuatro años. 

El anterior dats sugiere que, año tras año, 
va disminuyendo la cantidad de personas 
deportadas que arriban al país tras haber 
enfrentado algún cargo en Estados Unidos.
Dado que la tendencia es clara en mostrar que 
las detenciones ocurren cada vez más durante
el cruce de la frontera (lo que constituye, 
según las leyes estadounidenses, una mera 
violación civil), es dado esperar que también 
siga disminuyendo la cantidad de personas 
que retornen al país con algún tipo de cargo
criminal imputado en su contra.

GRÁFICA  No. 22
Deportados  salvadoreños,  por  antecedentes  criminales  en

Estados  Unidos,  vía área.  (Porcentajes)  Consolidado  2011-2014 

•	 Para 2014, datos hasta el 30 de noviembre.
Fuente: Elaboración propia, con base en datos de Dirección General de Migración y Extranjería.

Las  expectativas  al  retorno  a  El  Salvador

Una gran mayoría de los deportados 
salvadoreños por vía aérea quisiera 
encontrar un trabajo al regresar a El 

Salvador. Esta es la aspiración para más de la 
mitad de los deportados, pues cerca del 60%
de las personas estaban en esa situación en 
el 2013. Aunque al menos dos de cada diez 
salvadoreños manifestó que regresaría al país 

desde el que fue deportado. Por otro lado, 
alrededor del 20% de los deportados no sabe
qué hará tras su retorno al país, lo que indica
que el proceso de deportación o bien no 
permite hacer planes inmediatamente –como 
consecuencia de un proceso que pudiera 
ser traumático— o que se desconocen las 
condiciones del entorno social y familiar en el 
país tras la llegada.
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IV.	 EL  PROCESO  DE 
DETENCIÓN-DEPORTACIÓN 

DE  SALVADOREÑOS  DE 
ESTADOS  UNIDOS:  UNA 

MIRADA  DESDE  LOS 
TESTIMONIOS 

Ciertamente, la deportación es un momento 
del proceso migratorio del cual se conoce 
muy poco. Por ello es que resulta pertinente 

formularse las siguientes preguntas: ¿Cómo 
es el proceso de deportación en sus distintas 
fases? ¿Cuál es el trato que reciben las personas 
migrantes por parte de autoridades y otros 
actores desde que son detenidas hasta que llegan 
al país? ¿Cómo incide el proceso de deportación 
en la reintegración de las personas migrantes a 
la sociedad salvadoreña? ¿Es realmente posible 
la reintegración y la construcción de un nuevo 
proyecto de vida en El Salvador, cuando ya se 
tiene un proyecto de vida en Estados Unidos? 
¿Qué políticas públicas son necesarias para 
atender integralmente las necesidades de los 
deportados salvadoreños desde Estados Unidos? 
Todas son preguntas que se intentará responder 
en este apartado, a partir del testimonio de las 
mismas personas deportadas.

El proceso de detención o el despertar del 
“sueño  americano”

Partir de la tierra de origen y emprender 
un largo camino lleno de dificultades, 
obstáculos y peligros es solo el inicio de 

la búsqueda de mejores oportunidades. Pero 
si  llegar a suelo americano y construir una vida 
en Estados Unidos fuera el final feliz del sueño, 
no hubiese mucho más que hablar. El círculo 
de la migración no se cierra allí. Para miles de 
salvadoreños y salvadoreñas que, a pesar de 
vivir en Estados Unidos desde hace años, no 
han logrado legalizar su situación migratoria, el 
sueño sigue siendo incierto y provisional, pues

se vive con el temor de que en cualquier
momento sean detenidos por las autoridades 
migratorias y posteriormente enviados a la 
fuerza a su tierra de origen.
 
Así es la historia de Santos (hombre), que a
los 17 años de edad cumplidos en 1992,
aspiraba tener una vida mejor y se fue tras 
el sueño americano, dejando su tierra natal, 
Ilobasco, un pequeño pueblo de la zona 
paracentral de El Salvador. Santos tuvo la 
fortuna de llegar a Estados Unidos sin mayores 
contratiempos y comenzó a trabajar. Se casó
con una ciudadana americana, tuvo dos hijos, 
trabajó sin descanso y nunca tuvo problemas 
con la ley. Sin embargo, veinte años después 
de vivir en aquél país, haber construido una
familia, tener trabajo y casa y pagar impuestos, 
aún no había logrado su legalización y el día 3
de julio del año 2012 fue detenido y deportado 
por primera vez.

Durante el proceso de detención, las
autoridades policiales o migratorias privan 
de libertad a una persona ya sea al interior de 
Estados Unidos o al momento del ingreso por 
las fronteras. En el apartado anterior se ha 
visto cómo está aumentando la detención de
personas luego de haber cruzado la línea fronteriza. 
De entre los que son detenidos al interior del 
país, el procedimiento se realiza muchas veces de 
manera arbitraria, es decir, haya o no existido en 
ese momento una acción concreta que justifique 
la detención o se haya realizado sin seguir los 
procedimientos legalmente establecidos. De 
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hecho, la actual configuración del sistema de 
leyes federales y estatales en Estados Unidos 
favorece la discrecionalidad en la decisión de las
autoridades al detener a una persona sin 
documentos y no cuestiona posteriormente los 
procedimientos utilizados. En algunos casos, 
las personas migrantes son detenidas y se 
les informa que solo deben ir a la delegación
policial a hacer un procedimiento, pero 
los agentes del ICE les esperan a su salida 
para detenerlos e iniciar así el proceso de
deportación. 

Santos fue deportado dos veces en un mismo 
año. Tras el segundo intento de ingresar a
Estados Unidos fue detenido cruzando la 
frontera, recibió golpes por parte de las 
autoridades y llevado a una cárcel federal,
donde permaneció ocho meses, antes de ser 
trasladado a otro centro para su posterior 
deportación. Durante su estancia en la cárcel 
fue visitado por abogados estatales, quienes 
le planteaban como única opción declararse 
culpable, acto al cual él se negaba ya que 
esperaba la oportunidad de exponer su caso 
y que le permitieran quedarse en Estados 
Unidos con su familia. Ante la reacción de 
Santos, los abogados cortaron la comunicación 
y abandonaron su caso. Lo cierto es que muchas 
de las personas entrevistadas en el marco 
de este estudio afirmaron haber sido mal 
asesorados por abogados e, incluso, timados 
inescrupulosamente. Cierto es también que
para la mayoría de abogados de oficio, las 
personas migrantes son solo un número más
y deben de atender la mayor cantidad posible
sin importar si la resolución es favorable o no 
para aquéllas.

Una vez en manos de las autoridades 
migratorias, la persona es trasladada a un
centro de detención o a varios de ellos, donde 
no recibe mayor información sobre su situación, 

hasta que es notificada de su deportación.
Los centros de detención son cárceles en 
manos de compañías privadas que se lucran
del apresamiento de las personas migrantes. 
Como lo han evidenciado organizaciones 
defensoras de los migrantes, la industria 
carcelaria ha sido un actor fundamental en el 
auge de leyes que criminalizan a las personas 
migrantes, reforzando con ello la probabilidad
de que una persona que viva en situación 
irregular en Estados Unidos sea detenida y 
conducida a alguno de estos centros mientras es 
deportada. Santos y su esposa contrataron una 
abogada privada para que llevara su caso; sin 
embargo, pese a que los agentes de ICE habían 
informado a la abogada que Santos no sería 
deportado, fue posteriormente informada que 
su cliente ya estaba siendo conducido a su país 
en un vuelo federal.

Al momento de ser detenidas, las personas no 
reciben una explicación sobre su detención 
y la condición de irregularidad migratoria en
Estados Unidos les limita a pedir explicaciones 
o a intentar defender sus derechos. En 
estas situaciones se presentan por lo menos 
dos reacciones por parte de las personas
detenidas. La primera es manifestar una
actitud de sumisión frente a las autoridades; es 
decir, la persona no se siente con derechos, ya 
sea porque los desconoce o, peor aún, porque 
considera que los ha perdido por su condición
de irregularidad. 

“No tratan tan mal, uno sabe que no está en 
su país, y sabe que no lo van atender muy 
bien que se diga, por ser un usurpador y no 
estar en su país.” (Hombre, 41 años)

La segunda reacción es exigir hablar con
alguien o que se les escuche sobre su situación. 
Esta solicitud tiene la misma respuesta que la
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primera reacción: indiferencia de las 
autoridades. Santos explica que las
autoridades estadounidenses saben cómo 
ganarles el valor, por la forma como hablan y
por como los tratan. Mientras él estaba 
intentando pelear su caso, un oficial se encargaba 
constantemente de asegurarle que siempre 
sería deportado y que no había forma que se 
defendiera realmente.

La persona puede permanecer en uno o 
varios centros de detención hasta esperar la 
resolución de su caso y que se emita su orden
de deportación. Esto en algunos casos se
realiza de manera inmediata pero, en otros, 
significa varios meses de espera, como se 
ha visto también en el apartado anterior. 
Durante este periodo, algunas personas logran 
comunicarse con sus familias tanto en Estados 
Unidos como en El Salvador, si aún la tienen 
en este país. Sin embargo, este proceso se ha 
vuelto tan automático que muy pocos tienen la 
oportunidad de exponer su caso particular para 
ser reconsiderada su deportación. 

construido socialmente en torno de los 
inmigrantes en Estados Unidos y en torno de
las personas deportadas en El Salvador.

Históricamente, se ha construido en el 
imaginario social tanto de los estadounidenses 
como de los salvadoreños, que las personas 
deportadas son delincuentes o criminales. Ahora 
bien, ese término de “delincuente” es relativo 
dependiendo de quién lo vea. Para un sector 
importante de la población estadounidense, 
todos los inmigrantes indocumentados son 
delincuentes por haber ingresado de manera 
irregular al país; para muchos salvadoreños 
también, los deportados son delincuentes 
por haber cometido cualquier tipo de delitos 
en Estados Unidos. Y si a ello se suma el
estereotipo generado en los años noventa 
de que las personas deportadas han estado 
relacionadas a pandillas, el estigma hacia ellas
es evidentemente mucho mayor.

El proceso de deportación en su conjunto, es 
decir, desde la detención y el traslado, hasta la 
recepción en su país de origen, está diseñado 
de forma tal que refuerza la imagen de las 
personas deportadas como delincuentes, pese 
a que, como se ha señalado anteriormente, 
solo el 30% de los salvadoreños deportados
de Estados Unidos durante 2013 tenía algún
tipo de antecedente criminal. Y entre quienes 
aparecen categorizados bajo este tipo de 
antecedentes, el 38% muestran antecedentes 
menores como los siguientes: manejar ebrio, 
violación de tránsito, documento falso, ilegal 
reincidente, pelea y “otros” (es decir, no 
clasificables). Santos no es ningún delincuente. 
Vivió y trabajó durante 20 años en Estados 
Unidos. Su último “delito” fue reingresar 
ilegalmente a aquél país para reencontrarse con 
su esposa y sus hijos, lo que cualquier padre 
responsable haría. 

Cuando la persona es finalmente 
deportada ha pasado a formar parte de las 
estadísticas, un número más y es vista no 
en la individualidad de su historia, sino en 

la colectividad de los deportados.

Con  las  etiquetas  de  “crimen”  y  “fracaso”

La propuesta migratoria presentada por 
el presidente Barack Obama planteaba 
que frenaría las deportaciones y que se 

centraría en detener a aquellos que cometieran 
actos criminales; sin embargo, este discurso, 
políticamente correcto en su momento,
ocultaba un engaño basado en el estigma 
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Todas las personas detenidas deben firmar los 
documentos de su deportación para que prosiga 
el trámite, ya sea de forma voluntaria o no, 
algunos sin tener claro lo que están firmando.
En algunos casos de  personas que han 
sido detenidas sin ningún cargo, descubren 
posteriormente que en los documentos que les 
han hecho firmar les han puesto antecedentes, 
como los antes mencionados. Esto con el 
propósito de justificar detenciones que no 
siguieron los procedimientos legales y, aún
más, justificar que están siendo deportados por 
ser delincuentes.

La detención es uno de los momentos que 
causa mayor impacto en las personas, porque
se realiza de una manera tan rápida y abrupta
que muy pocos logran dimensionar todo lo 
que ello implica. La deportación constituye una 
ruptura o un quiebre con la vida normal, un 
rompimiento del lazo con el núcleo familiar y,
en general, con su entorno y con un proyecto 
de vida que ha costado construir. Al emigrar, 
las personas comenzaron a construir el sueño 
de mejorar su vida propia y la de sus familias. 
Al abandonar El Salvador para dirigirse hacia 
Estados Unidos, las personas migrantes, en 
su gran mayoría, buscan mejorar su condición 
socioeconómica, ya que no encuentran las 
condiciones necesarias en su país de origen
para construir un proyecto de vida que lo 
vincule con un futuro digno. 

Sin embargo, para aquellos que lograron 
llegar y construyeron su proyecto de vida en 
Estados Unidos, recrearon su hogar en esa 
tierra y adquirieron bienes y propiedades, la 
deportación representa el despertar de su
sueño y regresar a su país de origen, sin su 
familia y sin sus pertenencias, todo construido 
con mucho sacrificio. En no pocos casos, las 
autoridades deportan a las personas y las 
colocan tal como llegaron desde la primera
vez, es decir, con nada en sus manos. La
mayoría de deportados que se baja de un
vuelo federal regresa con una bolsa o una 
mochila, en donde van sus pocas pertenencias. 

“Ellos no le dan tiempo ni de hablar solo que 
ellos hacen todo (el papeleo) y aunque uno 
no quiera firmar para que lo deporten ellos 
lo hacen que lo firme, porque como quiera 
te van a deportar, no dejan que uno pelee 
el caso, o uno se pueda defender. No dan la 
oportunidad.”(Hombre, 30 años)

A pesar de los esfuerzos por mejorar y humanizar 
las condiciones de atención durante el proceso de 
resguardo en los centros de detención y durante 
el traslado (esfuerzos que son reconocidos por 
las personas deportadas), el esquema continúa 
con pocas variaciones: el proceso está dirigido 
por autoridades policiales y migratorias, se 
realiza un traslado en un vuelo federal donde 
todas las personas son esposadas en pies, manos 
y cintura, hasta pocos minutos antes de aterrizar 
en El Salvador. 

Independientemente de las razones por 
las que han sido detenidas y los cargos 

criminales endosados, las condiciones de 
trato hacia todas las personas deportadas 

se homogenizan durante el traslado, 
saliendo todos de Estados Unidos bajo la 

etiqueta de delincuentes. 

“Como a las doce de la noche lo encadenan
a uno de pies y de manos y ahí lo tienen a
uno encadenado, desde que me suben al 
avión me deberían de subir así sin atarme 
de las manos sin nada, ¿por qué? porque 
no estoy haciendo un delito.” (Hombre, 34 
años).
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Vuelos especiales de ICE y la llegada a El 
Salvador: hermano, ¿“Bienvenido a casa”?

Una vez la persona firma su deportación
en el centro de detención es trasladada 
hacia un aeropuerto desde donde es 

enviada a El Salvador en un vuelo federal 
financiado por las mismas autoridades 
estadounidenses. Santos y otras personas 
deportadas narran cómo desde un día antes
de su deportación, todos son llevados a un
cuarto con capacidad para unas 16 personas
y colocan entre 40 ó 50. Les hacen retirar las 
cintas de sus zapatos, son esposados de pies y 
manos al subir al avión –a algunos, también de
la cintura— y, durante todo el viaje, sólo les 
proveen de un sándwich frío que deben comer 
como puedan. Con gritos y malos tratos, los 
agentes privados que les trasladan durante el 
vuelo insisten a las personas migrantes en que 
deben guardar silencio durante el viaje y, en 
el lapso de una hora y unos minutos antes de 
aterrizar en El Salvador, les son retiradas las 
esposas. 

De lunes a viernes, durante los años 2013 y 
2014, aterrizaron vuelos especiales de ICE 
y se estacionaron en una de las pistas del
Aeropuerto Internacional “Óscar Arnulfo 

Romero”, de El Salvador, distante de las pistas 
comerciales y rodeado por agentes policiales 
y migratorios, que se mantienen en espera 
durante un lapso de tiempo hasta que se abre 
la compuerta del equipaje llena de bolsas 
transparentes con pertenencias personales 
en su interior que son llevadas a otra área de 
entrega. Más tarde, se abre la puerta principal 
del avión y bajan en fila mujeres primero y 
hombres después, vestidos de manera similar
y sin cintas en sus zapatos, con algunas
molestias por la luz del sol, que muchos 
manifiestan tienen días sin ver. Custodiados 
por un contingente de unos diez agentes 
de la Policía Nacional Civil salvadoreña que 
forman un cordón y dejan un pequeño pasillo 
por donde pasarán las personas deportadas, 
éstas son conducidas luego a una sala de 
espera donde reciben un refrigerio y reciben 
instrucciones sobre la otra fase del proceso,
que es el de recepción institucional en
El Salvador.

Con el apoyo y participación de distintas 
organizaciones de la sociedad civil se creó el 
Programa “Bienvenido a Casa” en 1998, con el 
propósito de dignificar las condiciones de las 
personas deportadas al ser recibidas en el país 
y poder asistirlos de manera inmediata. Entre 
1999 y el año 2006, el programa estuvo en 
manos de dos organizaciones de la sociedad 
civil y es hasta el año 2007 que se encuentra 
bajo la responsabilidad de la Dirección
General de Migración y Extranjería,
institución que, por su competencia, realiza
el recibimiento de las personas retornadas y
se encarga del trámite migratorio de ingreso, 
así como de brindar algunas atenciones
básicas (refrigerio, cintas para los zapatos, 
orientación, llamadas nacionales, atención 
médica y transporte hacia las terminales de 
buses). 

Después de seguir procesos 
experimentados por algunos como 

dolorosos y humillantes, las personas son 
enviadas a El Salvador viendo finalizado, o 
al menos interrumpido drásticamente, su 
proyecto de vida. La etiqueta del fracaso 

también se dibuja en sus frentes. 

Casi como si fueran migrantes en tránsito
hacia Estados Unidos.



68

Una vez ingresadas a las instalaciones del 
programa “Bienvenido a Casa” y al ser entregado 
el refrigerio respectivo, las personas son
recibidas por autoridades policiales y
migratorias y se les brinda ciertas indicaciones. 
Por ejemplo, se les dan recomendaciones
sobre su movilidad en El Salvador y se trata 
de orientar sobre el contexto actual del país, 
información de suma importancia, sobre 
todo para aquellos que se marcharon hace 
años. Sin embargo, las instalaciones donde 
ocurre este momento del proceso no tienen 
ni la infraestructura ni la capacidad adecuada 
para atender a la cantidad de personas que se 
recibe diariamente. A manera de ejemplo, hay 
únicamente dos baños que son saturados casi 
de manera inmediata, situación que se complica 
cuando se reciben 120 personas, que es la 
capacidad máxima que tienen las instalaciones
y condiciona la cifra de deportados que se 
reciben diariamente en un solo vuelo federal. 

Las normas de comportamiento y el orden 
dentro de las instalaciones están a cargo de la 
Policía Nacional Civil, quienes de una manera 
coercitiva constantemente indican que se 
debe de guardar silencio y tener paciencia 
para que se agilicen los trámites. Pese a que 
las constantes observaciones del proceso de 
recepción institucional por parte del equipo 
de investigación permitieron evidenciar que 
muchos agentes policiales intentan mostrar un 
trato amable y digno, lo cierto es que hace falta 
mucho trabajo de sensibilización entre algunos 
agentes policiales.

Las personas deportadas se someten a dos 
entrevistas: una por parte de las autoridades 
migratorias y otra, seguida de aquélla, a cargo 
de las autoridades policiales, proceso este 
último que por el simbolismo que lo rodea 
(uniformes policiales, armas, cámaras, etc.) 
parece remarcar la etiqueta de “delincuentes” 

Finalizadas las entrevistas y con una hoja 
en mano que los identifica como personas 
deportadas recién llegadas al país, pasan a retirar 
sus pertenencias, si es que las traen, y se les
brinda la oportunidad de hacer una llamada 
nacional. Mientras se preparan para partir 
del programa “Bienvenido a Casa” se colocan 
nuevamente las cintas de sus zapatos, revisan
sus pertenencias y se marchan ya sea con 
familiares que llegaron por ellos o en uno de 
los microbuses que los llevará a las principales 
terminales de la capital, desde donde ellos 
financiarán por sus propios medios –de nuevo,
si es que los tienen— la llegada hasta sus
hogares.

“Cuando uno llega  piensan que uno es 
delincuente, lo ven a uno con algo de
temor, desconfianza, como hay unos 
(deportados)  que traen tatuajes y todo
eso, pero eso es normal allá, cualquier
gente se tatúa. Lo reciben a uno con un 
refrigerio, está bien y después ahí lo tienen
a uno como 4 o 5 horas supuestamente, 
ellos ya traen  todo el informe, ya no tienen 
que hacer papeleo, nomás una  firma y 
ya.”(Hombre, 25 años)

que ya traen las personas deportadas durante 
su ingreso al país. Las dos entrevistas cargadas 
de cuestionamientos repetitivos y, en mayor 
o menor medida, intrusivos, pudieran
incrementar el impacto emocional de la 
deportación en las personas. Actualmente, el 
proceso de entrevistas sigue siendo mecánico, 
estadístico, repetitivo y alejado de un enfoque
de derechos, con lo cual se presenta la 
necesidad de revisarlo y homologarlo para
evitar duplicación de esfuerzos.
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Pero para las personas deportadas, el regreso 
no solo representa la ruptura de su proyecto 
de vida, sino además el peso del estigma social 
construido en torno a su “fracaso”. Partieron 
como “héroes” en la búsqueda de un futuro 
mejor; quizás siguieron siendo héroes mientras 
enviaban remesas, pero regresaron bajo el 
estigma de “delincuentes” y “fracasados” 
al ser deportados. El regresar en un vuelo
donde la gente sabe que “ahí vienen los 
deportados” genera sentimientos de vergüenza 
e incomodidad y si junto a ese sentimiento
se agrega el que para muchos de los que
regresan, El Salvador ya no es un territorio 
conocido, el viaje está cargado de mucha 
incertidumbre e inseguridad.

La deportación es un proceso complejo y de 
múltiples características, no sólo por todos 
los pasos que conlleva, sino por el impacto 
psicosocial del mismo. Si bien es cierto que 
no todas las personas viven este proceso de la
misma forma, no cabe duda que hay ciertos 
factores que condicionan las reacciones al 
proceso. No es lo mismo ser detenido al haber 
cruzado la frontera con Estados Unidos que
tener ya 20 años de vivir en aquél país; ni que 
tener familia en El Salvador que reciba a la 
persona recién llegada a no tener nadie porque 
toda su familia emigró, porque su arraigo ya
no está en El Salvador sino en Estados Unidos. 

Sin embargo, al momento de que las
autoridades estadounidenses sellan la 
deportación de una persona hacia su país,
importa poco si dicha persona tiene o no a 
alguien que lo reciba tras su llegada, si tiene 
un lugar a donde ir. Una de las primeras 
personas en participar en la investigación, 
Vilma, de 40 años, llegó deportada al país luego 
de permanecer 15 años en Estados Unidos,
dejando atrás a su esposo e hijas y no tenía
un pariente que la recibiera en El Salvador.

Vilma pasó su primera noche en las
instalaciones del Centro de Atención Integral al 
Migrante Retornado (CAIM), que la Dirección 
General de Migración y Extranjería tiene 
habilitado en La Chacra, al oriente de San 
Salvador y donde son recibidas las personas 
que llegan deportadas desde México. A las 6 
de la mañana del día siguiente, Vilma tuvo que 
salir, por indicaciones del responsable de turno.
Como otras personas que llegaron en similar 
situación, Vilma fue apoyada por la Red Jesuita 
con Migrantes para que se hospedara en un
hotel mientras lograba comunicarse con sus 
parientes, quienes finalmente le enviaron
dinero. Los que corren con un poco más de 
suerte tienen familiares que los reciban o han 
logrado viajar con dinero en efectivo que les 
puede permitir trasladarse y pagar un lugar 
donde quedarse, otros regresan sin lo necesario 
ni para un pasaje. 

El  reencuentro  con  El  Salvador

En una tierra de nostalgia para algunos y 
desconocida para otros que regresan, los 
sentimientos son variados dependiendo 

del contexto que los envuelve. Mientras se 
realizan todos los trámites migratorios, desde 
tempranas horas hay grupos de familiares que 
han llegado a esperar a sus seres queridos: 
madres y padres que tienen años de no ver a 
sus hijos e hijas, hermanos y hermanas que 
esperan el reencuentro con alegría y lágrimas
de emoción. La llegada del vuelo federal 
representa para algunos la reunificación
familiar, aunque sea de forma temporal. Al
abrirse la puerta se vive la alegría del 
reencuentro. A medida avanza el tiempo, 
los familiares se retiran y solo van quedando 
las personas deportadas que nadie espera, 
algunos sólo necesitan llegar a casa, conseguir 
transporte para desplazarse hasta su municipio 
o cantón al interior del país porque sí hay una 
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madre, un padre o una familia que les espera, 
pero sus condiciones socio-económicas no les 
han permitido trasladarse al aeropuerto. De 
hecho, el equipo de investigación advirtió que
las familias tenían que incurrir en un ingente 
gasto si se trasladaba desde departamentos 
lejanos como San Miguel o La Unión. Las que 
pueden alquilan un vehículo, en su mayoría tipo 
pick-up, porque se trasladan varios miembros 
a recibir al recién llegado. Cuando no hay una 
familia esperando, una opción es juntarse con 
otras personas deportadas y entre todos pagar 
un viaje a cualquiera de los transportistas que,
sin autorización, se abocan fuera de las 
instalaciones del aeropuerto para hacer su 
negocio. Un viaje hasta La Unión puede pasar
de los 100 dólares. 

Para otras personas deportadas, la llegada a 
El Salvador será solo una ruta de paso y no 
verán más allá de la carretera, ya que tocando 
suelo salvadoreño nuevamente emprenderán 
el camino de regreso hacia Estados Unidos. No
hay motivos que valgan para retrasar la
partida y aún en el vuelo o en el centro de 
detención ya han conseguido aliados entre 
aquellos que ya ningún arraigo tienen en 
El Salvador, para quienes lo importante es 
llegar lo más pronto posible a Estados Unidos
porque allá lo han dejado todo. Y están
aquellos que no tienen nada y no saben 

qué hacer, hacia dónde ir y dónde 
quedarse.  Independientemente de cada 
historia, algo comparten en común y es la 
incertidumbre del mañana, es la revalorización
de la migración, del camino, del viaje. Para 
algunos, pues, los que pueden no dudan en 
emprender de nuevo el viaje, para otros no es 
el mejor momento para decidir, y piensan que
tal vez podrían quedarse en El Salvador por 
un tiempo; otros están convencidos que no lo 
repetirían —por lo menos en ese momento,
debido al cansancio, las deudas o la 
desesperanza— y otros, aunque deseen 
marcharse, no lo pueden hacer.

Santos no tiene dudas que quiere regresarse 
a Estados Unidos, pues allá lo tiene todo, sus  
hijos, su esposa, su hogar, su trabajo. Su vida 
allá no ha sido mala; por el contrario, sabe
que en El Salvador jamás podría tener las
mismas condiciones. Mientras transcurría la 
entrevista, Santos no piensa en lo económico, 
sino en su familia, pues tiene ya meses de no 
verla. Sin embargo, sabe que si es detenido 
nuevamente tendrá que cumplir una condena 
mayor que no le permitirá ayudar a su
familia ni estar con ellos. Cada nueva detención 
implica mayor tiempo en una cárcel federal, 
lo cual lo limitaba a tomar el riesgo. Tras 
unos meses de las entrevistas, Santos ya no
contestó: es probable que se haya arriesgado.

El sueño de un padre

“Yo le pediría al presidente Obama… 
que nos dieran la oportunidad  de  estar con mi hija, con mi familia. 

Trabajar  para cuando ellos sean adultos mayores, que se puedan ganar la vida, 
que si nos permitieran nomás unos años, para mientras mis hijos crecen.”

Tres de la  tarde, clima caluroso en el Aeropuerto de “Óscar Arnulfo Romero”. Aterriza el
vuelo especial de ICE proveniente de Texas. En su interior hay ochenta y nueve personas 
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deportadas. José, de 41 años, ve nuevamente las tierras desde donde siete años atrás tomó
la decisión de emigrar con un solo objetivo: buscar un futuro mejor para él y sus familiares. 

Al salir de las oficinas migratorias se prepara para el reencuentro con su tierra natal  en Santa 
Elena, departamento de Usulután, pueblo donde aún vive su padre, Juan, un  hombre ya de 
avanzada edad, quién luchó toda su vida por sacar adelante a su familia, y su tía, Gloria, mujer 
trabajadora que se hizo cargo de él cuando murió su madre. Le alegra saber que los verá; no
han podido irlo a esperar por su avanzada edad, pero él sabe que está a pocas horas de
llegar y abrazar a sus “viejitos” quienes siempre le ayudaron y a quienes él les ayudaba mes
con mes desde que llegó a Estados Unidos. 

Nunca fue una decisión ni un camino fácil; sin embargo, José logró llegar a su destino,
establecerse, trabajar en un carwash, en oficios de limpieza y de construcción, según lo que el 
día le presentara. Las cosas no iban tan mal para él, ya que ganaba entre 60 a 70 dólares al
día. La mayor parte de los días eran iguales: trabajar entre cuatro y siete horas, pero de vez
en cuando, los fines de semana salían con su pareja a comer. José tiene pareja y una hija de
cuatro años a quienes ha dejado en Estados Unidos y en quienes piensa a cada momento.
Sus cuatro hermanos también están allá y ese recuerdo le invade y le llena de pesar, una
emoción que se mezcla con la alegría del reencuentro con su tierra y sus viejos.

José fue detenido en Texas, en un país que no era el suyo y considera que no lo trataron tan
mal. Él estaba consciente de ello, por considerarse un “usurpador”. En más de alguna ocasión
fue discriminado por parte de las autoridades estadounidenses, pero eso casi lo justifica 
por saberse que no está en su país. Siete años de vida, de esfuerzos y de trabajo para sacar
adelante a su familia se vieron desvanecidos con una detención de un mes en tres centros
diferentes y una orden de deportación. Miami fue la ciudad que lo vio partir y desde donde 
se despidió de su pareja e hija. Nadie le ofreció una asesoría jurídica, sólo los papeles para la 
deportación y ante ello dos opciones: quedarse detenido en un país donde no podría ayudar a
su familia o ser deportado a su tierra y pensar en cómo ayudar desde ahí. 

José decidió regresar, firmando su deportación. No se queja, pues fue recibido en su país con
un par de pupusas y una gaseosa. Está nuevamente en su tierra, cansado, deseando llegar a
casa, ver a su padre y a su tía. Por el momento, disfrutar su tierra. Mañana, decidirá qué
hacer. Podría quedarse y trabajar, pero sabe que no es fácil, que no es igual. Preferiría
regresar, estar con su familia, con su hija, verla crecer y darle un futuro mejor. Regresar implica
un doble riesgo, lo sabe. Si lo detienen, le espera una condena más severa. El hombre no
quiere lujos, no quiere nada para él, sólo quiere ayudar a los suyos, sea aquí en su tierra, sea
allá en el norte. Pero por el momento, todo es incierto y no le queda más que albergar la
ilusión de un sueño: que un día volverá a estar al lado de su hija y la verá crecer. 
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La decisión del mañana y el significado
personal  de  la  deportación

La deportación marca un momento de toma 
de decisión para las personas migrantes 
que han vivido en Estados Unidos en 

situación irregular, decisión que se basa en 
las revaloraciones del proceso, la historia y 
el contexto muy particular de cada persona. 
El proceso de deportación pasa a formar 
parte del ciclo de sus vidas, incorporándose 
dentro ella y de la rutina, es decir, cada cierto 
tiempo. Cuando son deportadas y regresan a El
Salvador, las personas se quedan algunos días
en el país, si hubiera algún arraigo, aunque 
sea mínimo. Si no lo hubiere, reemprenden 
el camino de regreso incluso el mismo día. En 
estos últimos casos, es probable que exista 
una relativa familiaridad con los procesos
migratorios y una identificación clara de los 
planes, lo que disminuye los sentimientos 
de incertidumbre e inseguridad que se 
pudieran experimentar para alguien que no 
tiene las redes de apoyo necesarias ni los 
recursos. La deportación no es vista como algo
completamente negativo para estas últimas 
personas, sino más bien como una etapa más en 
su condición de personas migrantes.

Para quienes viven el proceso de deportación 
una o más veces, la revalorización del mismo
será clave para su decisión. ¿Dónde está su 
arraigo? ¿Dónde hay una mayor estabilidad 
económica? ¿Dónde ve mayor probabilidad de 
continuar con su proyecto de vida, sin generar
una abrupta ruptura? ¿Hay posibilidades de 
regresar a Estados Unidos? Todas son preguntas 
que se formulan las personas al hallarse en 
la situación de haber sido deportados. Si las

personas tienen familia en El Salvador se
tomarán un par de días para tomar esta 
decisión, regresarán a su lugar de origen, 
convivirán con sus familiares y dependiendo 
de si se ve posibilidad de tener un proyecto 
en el país o no, decidirán continuar el viaje. 
La persona regresa no solo a una familia sino 
también a una comunidad, a un país y en 
gran parte de los casos, los tres han cambiado 
para las personas.

Como menciona Gaborit (2011), a la alegría 
inmediata de la reunificación familiar —
sentimiento que lo sustentaba y le brindaba 
optimismo en los días previos al retorno—, le 
siguen momentos de depresión, desadaptación 
y descontextualización de la realidad, que
genera tensiones en los círculos más cercanos 
al migrante. Los parámetros de visión e 
interpretación de la realidad se han modificado 
y muchas cosas también han cambiado, y no 
necesariamente para bien. No encuentra las
cosas “como las dejó”, desea que el paso del 
tiempo no hubiese tocado a las personas, 
solamente a él/ella, y se interroga si tanto 
sacrificio valió la pena. 

Santos se fue hace más de 20 años, su país no 
es el mismo, no conoce mucha gente. No tiene 
casa, su madre ya murió hace unos años. Tiene 
parientes, pero que tiene tiempo de no ver y
ellos serán quienes lo reciban, no se siente 
cómodo con ello, pero no tiene muchas 
alternativas. Buscar trabajo en El Salvador no 
lo ve como una posibilidad para mantener a su 
familia, además ya no se siente que pertenece
a esta tierra, su estilo de vida ha sido
modificado por el tiempo y eso en estos 
momentos es algo difícil de superar. 
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Sueños  deportados

“Yo pienso que la reforma migratoria no va beneficiar a la gente porque ya han hecho muchas 
separaciones de familias y a las que van a beneficiar es solamente a las madres solteras, a 
los padres solteros que se hayan quedado allá y eso no es beneficio; beneficio es ayudar a 

aquellas familias a obtener sus papeles y que puedan poner su compañía y puedan ayudar a 
construir América.”

¿Cuántas veces habrá de intentarse alcanzar un sueño? ¿Cuántos intentos son necesarios para
que la esperanza comience a diluirse entre las horas oscuras de una cárcel? Para Ever, el número 
actual es cuatro, cuatro fechas de ida, sorteando las dificultades del camino del migrante, 
cuatro fechas de retorno, tratado como un delincuente. A los 16 años, siendo aún adolescente 
y sin muchas perspectivas de conseguir un trabajo a la altura de sus sueños, Ever dejó su natal 
Chalatenango una fría madrugada de noviembre de 2004 para ir tras la promesa de una mejor 
vida en Estados Unidos, para tratar de conseguir lo que algunos han llamado el sueño americano. 

Empacó en su maleta unas cuantas pertenencias y en su cabeza una incontable cantidad de 
expectativas. Quería un futuro mejor para él y para su familia, pero el camino le mostraría que 
nada sería fácil y que en ocasiones los sueños se vuelven pesadillas, como escenas sacadas de una 
película de terror. “Lo tratan a uno como animales, no le dan comida, le quitan el dinero a uno y 
si van mujeres las violan. Incluso se lo pueden llevar para matarlo.”

El viaje, además de doloroso, es caro. A la familia de Ever, la travesía le costó 7,000 dólares,
dinero entregado sin garantías, sin reembolso, únicamente con la ilusión de que, en algún 
momento, todo el esfuerzo sería retribuido, que la precariedad con la que transcurre el
tiempo en la comunidad se transforme en bonanza. 

Ever logró cruzar la frontera. Encontró trabajo. Empezó su nueva vida en aquel país y poco a
poco fue encajando en la dinámica de una sociedad distinta a la suya, diferentes costumbres
y formas de relacionarse, otro idioma. Formó su propia familia, su hogar. Era para él como
haber empezado de cero y, con esfuerzo, lograr el objetivo con el que salió de El Salvador y
por el que luchó desde que llegó. Conseguir 700 dólares semanales en el pueblo natal de
Ever es una tarea imposible; incluso migrando hacia la capital de su país, donde existen,
relativamente, más oportunidades de empleo, con su preparación académica no hubiese 
conseguido un trabajo que superara los 250 dólares como salario mensual, lo que significa
que Ever ganaba en Estados Unidos 14 veces más al mes de lo que hubiese podido percibir en
El Salvador.

Con lo que ganaba él y su esposa, mantenían a sus dos hijos, pagaban la casa, las cuentas de
agua, luz e impuestos, los famosos billes. Generaban ingresos y contribuían a la economía
estadounidense. Durante seis años, Ever fue parte de la fuerza productiva, en jornadas diarias
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de 12 ó 14 horas, en actividades que requerían un gran esfuerzo físico y, muchas veces, en 
condiciones inapropiadas que ponían en riesgo su salud e incluso su vida.

Sin embargo, las autoridades del país en donde trabajaba y producía no perdonan a los que
viven en situación irregular. Los migrantes son buscados, perseguidos, encarcelados y tratados 
como delincuentes, problema que se agrava si se suma la discriminación sufrida por los 
latinoamericanos por no tener las mismas características raciales que los blancos.

A Ever lo agarraron la primera vez manejando, sin haber cometido una infracción. Él cree que
la policía lo detuvo por sus rasgos hispanos. Le pidieron la licencia de conducir y no la
tenía, llamaron a los oficiales de inmigración, lo detuvieron y, posteriormente, fue devuelto
a El Salvador. Intentó regresar una vez más y lo detuvieron en la frontera. Volvió a intentarlo
y esa vez sí tuvo éxito. Durante 5 meses más, Ever pudo compartir con su familia, hasta que
de nuevo la policía lo detuvo camino a su trabajo, nuevamente sin cometer ningún delito,
sin violar ninguna ley, nuevamente por tener rasgos hispanos. Le pidieron sus documentos y, al
no poder mostrarlos, lo reportaron con los oficiales de inmigración. 

Parece que en Estados Unidos ser inmigrante en situación irregular es un delito, una agresión 
grave al Estado y quien es detenido, antes de ser devuelto a su país de origen, es tratado como
un criminal, encerrado en una prisión junto a asesinos, narcotraficantes, ladrones. No hay 
distinción. Todos son delincuentes, aunque para Ever, el único delito fuese atreverse a cruzar
tres fronteras para tener una vida mejor.

“Está dura la vida del sueño americano” relata Ever, con su voz trémula. Pasó por varias
cárceles, sin poder siquiera realizar una llamada gratuita a su familia, soportando el dolor
y la humillación de ser tratado como delincuente, el racismo de otros presos pero, sobre todo,
de los custodios. El abuso de autoridad y las condiciones a las que son sometidos son
humillantes. Para Ever el proceso inició en las llamadas “hieleras”, pequeños cuartos fríos
en los que son encerrados los inmigrantes y que no cuentan siquiera con una colchoneta o
colchas para los detenidos; después lo sacaron encadenado de pies y manos y así lo movieron 
de cárcel en cárcel. “Así lo andan para arriba y para abajo todo maneado a modo de que uno 
se turbe la mente y no quiera pelear su caso, eso es lo que tratan de hacer ellos.” Él trató de 
pelear su caso, intentó convencer a los representantes de la justicia estadounidense que era un 
ciudadano digno, un padre de familia, que durante todo el tiempo que vivió en Estados Unidos
el único delito que cometió fue cruzar la frontera sin pedir permiso. Sin embargo, el juez lo
envió a su tierra natal, condenándolo así a separarse de su familia.

“Ellos están contribuyendo con las separaciones de la familia”, afirma. Así es como Ever percibe
su condena, además aqueja las faltas de oportunidades y, aunque le duele, prefiere que su
pareja y su hijo e hija permanezcan lejos de él. “Yo siempre quiero un bien para mis hijos, yo
sé que ellos no nacieron aquí y ni es un país malo El Salvador, es solo que allá se vive otra
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vida.” Ever no ve oportunidades en su país de origen, no quiere que su familia pase las
penurias que cree sufrirían si estuvieran con él, por eso sigue intentando mantener vivo el
sueño, al menos para sus dos hijos, quienes, desde que nacieron, se han convertido en el
motor de todos sus esfuerzos y por quienes ha vuelto sufrir los días y noches del camino
del migrante.

A Ever lo han deportado cuatro veces, pero no han deportado sus sueños todavía, por eso, a
pesar de los malos tratos, la discriminación, el racismo, la humillación y lo duro que resulta la
vida para un migrante, él desea volver, desea que el gobierno comprenda que no es un
delincuente, que él lo único que quiere es ver crecer a sus hijos y poder darles todo lo que 
necesiten hasta que puedan, ellos mismos, forjarse su propio futuro.

¿Dónde  está  el  arraigo?

Para una gran parte de los deportados, El 
Salvador ya no es una tierra en donde 
está su arraigo. Sus familias, sus hijos,

sus parejas, sus trabajos, sus sueños, sus 
proyectos se encuentran en Estados Unidos.
El Salvador es un país de nostalgia y es parte
de su pasado. A pesar de tener quién los
reciba –los que corren con mejor suerte– su 
familia nuclear ya está en otras tierras. Los 
procesos migratorios se han transformado 
históricamente. Al inicio la migración era 
considerada causa de desintegración familiar y, 
con el paso de los años, se ha convertido en la 
alternativa para la reunificación. Actualmente,
la deportación es uno de los principales 
obstáculos para que las familias de migrantes 
se encuentren unidas. Las actuales políticas 
migratorias invisibilizan esta realidad, prefieren 
no saber que sus cifras son familias separadas; 
entre menos se conozca de los casos es mejor. 
Pareciera casi imposible imaginar una política 
migratoria que evalúe caso por caso, que 

“La verdad es que no le hallo sentido y nosé 
por dónde comenzar, porque prácticamente 
yo aquí vendría a comenzar de cero una vez 
más, y pues cuando mis hijas y mi mujer 
me necesitan allá. Pero como no se puede  
hacer  nada y yo he intentado tres veces, 
lo intenté  por todos los medios,  traté  de 
hacerlo legalmente pero, como le repito, 
no se me abrieron las puertas, entonces me 
hallé obligado de regresar de ilegal, y pues 
ahorita, yo le he dicho a mi pareja, que si
ella se viene para acá podemos continuar 
pero si ella no acepta creo que tendremos 
que  romper nuestra relación porque no 
podemos estar así.” (Hombre, 41 años)

permita identificar la realidad de los migrantes 
y de sus historias. Sin embargo, es la aspiración 
de muchos, quienes piden a un gobierno que
se les permita trabajar, educar y sacar adelante
a sus hijos e hijas de la manera más digna
posible.
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Vida  dividida

“Los policías me sacaron mientras mi hermana se llevaba a mi niño, pero él iba volteando a 
ver para atrás. Me llené de tristeza. Desde ese día la vida es bien dura para mí.”

María tiene cuatro hijos, dos en El Salvador y dos en Estados Unidos. Está preocupada, pues 
desde que la deportaron ha buscado trabajo sin resultado. No tiene dinero para mantener a los 
niños que viven ahora con ella en la casa de la suegra, eso también le preocupa. No tiene casa, 
ni se puede permitir alquilar una, porque no tiene ingresos regulares. María vivió cinco años 
en suelo estadounidense. Cuando ingresó estaba embarazada, producto de una violación. Su
esposo, quien había emigrado años antes le ayudó a pagar el viaje. La detuvieron cerca de la 
frontera; sin embargo las autoridades le dieron un permiso temporal para que pasara las 
vacaciones de fin de año con su familia, pasados quince días debía presentarse de nuevo ante el 
juez. No se presentó. 

Su vida siguió, tuvo otro hijo, trabajó, se estableció en el estado de Carolina del Norte, donde 
intentó la difícil tarea de llevar una vida normal, cuando el temor de ser capturado a la vuelta
de la esquina permanece latente. La detuvieron en un parque, mientras jugaba con sus dos
hijos. Un oficial la llamó y le pidió sus documentos. No los tenía. Intentó pelear el caso, pero 
perdió. El juez incluso le sugirió a que esperara que su hijo fuera mayor de edad y le tramitara
la residencia. El hijo mayor tenía entonces cuatro años. 

Regresó a El Salvador por un breve periodo de tiempo y se fue de nuevo a cruzar la frontera. 
Quería estar cerca de sus pequeños y mantener a los dos que dejó al cuidado de la abuela. La 
volvieron a detener, esta vez mientras compraba en una tienda, luego de una redada. Volvió a 
pelear su caso, su esposo pagó un abogado. Perdió de nuevo. La detuvieron mientras duraba 
el proceso, recibió malos tratos y discriminación. La devolvieron a la realidad que dejaba a
sus espaldas meses atrás. La pobreza y el desempleo, con la mitad de su familia con ella y la 
otra lejos. María no sabe qué hacer, sabe lo que le espera si se vuelve a ir, y si logra cruzar y
la detienen, también sabe la dureza de las prisiones en Estados Unidos; sin embargo, sabe
que debe hacer algo para darle de comer a sus hijos.

Emigrar,  máxime de manera irregular, nunca
ha sido un camino fácil; lograr llegar a una 
tierra de sueños reales o imaginarios y
construir una vida allí mucho menos. Pero 
así como los procesos se han transformado,
también los proyectos de vida de las personas 
migrantes. En los años ochenta, el jesuita 
Segundo Montes investigó sobre los deseos de 
regresar al país por parte de las personas que 

migraban, bajo su hipótesis de que el proyecto 
de vida de viajar no era permanente y se 
encontró con algo diferente ya que, en muchos 
de los casos, la intención de las personas una 
vez establecidas en Estados Unidos era llevarse 
consigo a toda su familia, aunque para ello se 
necesitaran muchos años. Desde entonces, la 
posibilidad de un retorno era complicado, ya
que su forma de mantener a las familias era 
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estando reunidas allá. Más de veinte años 
después, todos y todas aquellos que lograron 
llevarse a su familia ya no tienen arraigo en El 
Salvador, crearon otras raíces y se establecieron 
en otras comunidades. Quienes se fueron como 
niños, niñas o adolescentes, ya ni siquiera 

El precio de las oportunidades

Ilobasco es una pintoresca ciudad del departamento de Cabañas en la región paracentral de
El Salvador. Su actividad económica está basada, principalmente, en la agricultura, la ganadería 
y la alfarería. Ahí nació Santos, entre la milpa y los pastizales. Ahí también lo despidió su
familia cuando decidió emigrar en 1992, con destino hacia Estados Unidos, en busca del llamado 
sueño americano. Santos vivió 20 años en aquél país, trabajó como carpintero, conoció a la 
mujer que se convertiría en su esposa y tuvo dos hijos. Su vida transcurría con relativa calma
y normalidad. Estaba confiado. Después de todo era un ciudadano ejemplar, trabajador,
honesto, colaborador. Quizá por eso se le olvidó que el país en el que vivía no perdona a los
que viven ahí en situación irregular.

La policía lo capturó y lo deportó, pero para Santos los sueños y el deseo de seguir ayudando a 
su familia en El Salvador y proveyendo lo necesario en su hogar eran más grandes que cualquier 
vejación que pudiese recibir. Volvió a intentar cruzar la frontera. No hubo suerte. A Santos lo 
capturaron en la frontera. Él no se ha robado nada, no ha matado a nadie, ni siquiera ha infringido 
la ley de tránsito. A él lo capturaron por querer entrar a un lugar donde no es bienvenido, donde
es igual de grave, o incluso peor, ser indocumentado que ladrón o asesino. A Santos lo
maltrataron, lo golpearon y lo encadenaron. Ocho meses pasó detenido, tratando de convencer
a las autoridades estadounidenses que su vida estaba en ese país y no en El Salvador, que
sus hijos necesitaban de él, que su esposa estaba enferma y sería operada pronto y que sin 
su ayuda las cosas se pondrían difíciles. No importó a los señores de la ley, perdió el caso y lo 
deportaron de nuevo. 

El caso no recibió la atención necesaria, ni a los abogados, ni al juez, ni a los oficiales le
interesaba verdaderamente el destino de la familia de Santos. La única verdad aceptada como 
dogma es que él era culpable de haber pisado el suelo, propiedad de los Estados Unidos, sin 
permiso y eso era un agravio imperdonable. El tiempo en prisión no lo podrá recuperar, tampoco 
el que ha permanecido lejos de su familia, pero, a pesar de lo caro que parece mantener vivo 
el sueño de una mejor vida, a Santos no lo detiene el precio, ni la idea de un camino lleno de 
peligros, ni la posibilidad de volver a ser detenido por las autoridades, aún sabiendo en carne 
propia lo que eso significa. Santos quiere volver a reunirse con su familia, no importa el precio.

recuerdan cómo es su país, no hay un sentido
de pertenencia ni nada que les motive a
regresar. Esto mismo explicaría la desconexión 
entre los que llegaron en los setentas, ochentas 
e incluso los noventas, y los que están llegando 
en el 2014.
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Inserción socio laboral de las personas 
deportadas

De las 21, 551 personas que llegaron al
país deportadas de Estados Unidos en 
el 2013, ante la pregunta sobre sus 

expectativas, el 57% dijo querer encontrar 
trabajo, el 13% regresar, el 24% no sabe, el 
3% estudiar, el 2% otros y solo el 1% poner 
un negocio. Es decir, es seguro que un grupo 
viajará de manera inmediata a Estados 
Unidos; algunos esperarán un par de días, hay 
quiénes se quedarán y otros no saben que 
harán, respuesta que es muy normal ante esa
situación de inestabilidad en la que se
encuentran en ese momento. Pero ¿qué 
implicaciones tiene para la persona, su familia
y su comunidad? ¿Hay posibilidades de
reconstruir un proyecto de vida después de 
mucho tiempo y cuando ya nada es igual? 
¿Cuánto tiempo se necesita para decidir un 
nuevo proyecto de vida o tomar decisiones 
acerca de él?

Gaborit (2011) menciona que el peso del 
proceso migratorio no finaliza con el retorno 
al país de origen. Por el contrario, continúa y 
adquiere nuevas aristas ante los efectos y
costos de la reinserción social y cultural en el 
lugar de origen. La realidad diaria, el proceso, el 
viaje, la estadía, los sacrificios son revalorizados 
y resignificados. No conducen necesariamente
a la reinserción e integración social; en
ocasiones, ni al ambiente o medio familiar. 
Los estigmas mediáticos del repatriado como
alguien con antecedentes penales se 
experimentan en los entornos inmediatos y 
marcan, en muchos casos, la diferencia entre 
llegar o no a tener trabajo.

Es importante mencionar que actualmente 
no existe un programa diseñado de atención a 
personas migrantes retornadas que apoyen los 

procesos de reinserción socio laboral, a pesar
de haber existido esfuerzos acotados por parte
de la Dirección General de Migración y
Extranjería y de organizaciones internacionales 
como OIM. Las personas migrantes 
retornadas pasan a formar parte del grupo de
salvadoreños que busca diariamente un
empleo o una forma de subsistir, con la
diferencia que a las dificultades ya conocidas 
para acceso a un empleo se le suman el peso
de ser “deportado”, no tener referencias
laborales en el país, no contar con la
documentación requerida y ser unos extraños
en su tierra.

La reinserción socio laboral de las personas 
migrantes deportadas pasa por un proceso
más lento que el de los salvadoreños que 
nunca han migrado. En base a la experiencia 
de proyectos de reinserción socio laboral para 
personas migrantes deportadas se necesita 
no solo la generación del empleo o de la
oportunidad de negocio en sí misma. Previo 
a ello, la persona debe haber definido hacia 
dónde va encaminar su proyecto de vida y
haber logrado una estabilidad emocional para 
ello. Sin embargo, hay que mencionar que 
dependerá de varios factores la capacidad de 
reinserción socio laboral. Algunas personas 
estarán listas de inmediato para su reinserción, 
otras necesitaran un tiempo antes de hacerlo. 
Es importante reconocer estas individualidades, 

“Yo quisiera conseguir trabajo, pero veo 
que está bien difícil, yo quisiera conseguir
y quedarme a trabajar aquí porque estoy 
cerca de mi familia, irse para allá es bien 
peligroso, entonces quisiera quedarme
aquí, tendría yo que conseguir un trabajo 
primero, sino pues me tendría que ir.” 
(Hombre, 37 años)
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de lo contrario puede caerse en juzgar a las 
personas retornadas como poco interesadas 
en su reinserción, pero más que desinterés, 
no se encuentran preparados para hacerlo. Es 
más, muchas de las personas que han vivido 
en Estados Unidos por muchos años tienen 
experiencia laboral y tienen un grado de 
calificación en el sector en el que han laborado, 
como la construcción, competencias que bien 
pudieran aprovecharse al llegar al país (Ramos, 
2009). La reinserción representa aceptar y
hacer realidad la finalización del “sueño 
americano”, significa que, por lo menos de 
manera inmediata, la persona ha decidido que 
no viajará nuevamente a Estados Unidos y
eso tiene un impacto emocional en la persona, 
quien puede experimentar sentimientos de 
“fracaso” sobre su proyecto de vida.

Por tanto, en primer lugar, los factores 
individuales (psicológicos) serán fundamentales 
para el inicio de la reinserción, la persona
debe haber aceptado construir un proyecto 
aunque sea de manera temporal, sentirse capaz 
de emprenderlo y superar los sentimientos de 
“fracaso” vividos anteriormente. En segundo 
lugar, se encuentran los factores sociales que 
implicaran una red de apoyo –ya sea familiar 
o de amigos- que le permita su reinserción no
solo laboral sino cultural, es decir, la persona
debe reintegrarse a la vida y dinámica de su 
entorno. No podemos hablar de reinserción si 
la persona no se siente cómoda con su medio,
si no hay familiaridad, si no conoce a las 
personas que le rodean y si no se siente parte 
de esa comunidad. Pero esta construcción 
de red social se genera en dos sentidos: por 

un lado, la persona busca integrarse a la
comunidad a través de sus círculos cercanos 
y, por otro, la comunidad debe permitir la
apertura para que la persona se integre. 

En este segundo punto toma un significado 
importante la construcción social de la 
persona migrante deportada, es decir, cómo la
comunidad ve a las personas deportadas, el 
estigma que se genera y nuevamente es aquí 
donde se presenta la paradoja de que cuando 
se fueron, iban como héroes, mientras viven en 
Estados Unidos son los “hermanos lejanos” que 
apoyan y contribuyen a la economía del país, 
pero cuando regresan deportados son vistos 
como delincuentes o criticados por sus nuevos 
patrones culturales (lenguaje, vestimenta, etc.). 
Este factor social es crucial para la reinserción, 
ya que facilitará el acceso de la persona a 
oportunidades laborales o de emprendimiento. 
La comunidad prefiere ir a la tienda de “doña 
Tita” que es conocida por todos que a la tienda 
de la “muchacha que acaba de regresar de 
Estados Unidos” que nadie conoce porque se
fue hace 10 años, cuando aún era una 
adolescente.

Finalmente, el factor de la oportunidad de 
empleo o de emprendimiento. La persona ya 
decidió quedarse en su tierra de origen, pero 
¿dónde consigue un empleo, si no hay empleo ni 
para los que aquí han estado? ¿Quién le presta 
para iniciar un negocio? Es aquí donde se ve la 
clara necesidad de una política de reinserción 
para las personas deportadas que permita 
generar las condiciones apropiadas y que
facilite oportunidades reales de reinserción.
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Mujer, joven, hija, maestra, deportada

Fátima acaba de cumplir veintiún años y ya sabe qué es estar en un centro de detención y
ser deportada. Hace más de un año tomó una decisión, viajar a Estados Unidos en busca
de mejores oportunidades, en busca de un trabajo para salir adelante ella y su familia. Fátima 
tiene un profesorado, pero no es suficiente, las cosas no eran fáciles. No había oportunidad para 
mejorar y eligió emigrar. Tenía familiares, su hermana y tíos estaban allá. Si lograba llegar no 
le costaría conseguir trabajo, tendría donde vivir y no estaría sola, sabía de las dificultades del 
camino, pero la esperanza de un futuro mejor era mayor. Claro, dejaba a su madre y eso le dolía, 
pero podría ayudarla más desde allá. Aquí ya no veía opciones y una madrugada marchó junto a 
otros tantos en busca de un mejor horizonte. 

Logró llegar a suelo americano y consiguió trabajo en un restaurante de comida rápida. Ganaba 
once dólares la hora. Ese ingreso le permitió tener su propia vivienda y enviar dinero a su madre 
mensualmente. Vivir en Estados Unidos no es fácil, pero tenía una vida tranquila, de su trabajo 
a la casa, ver televisión y dormir. Un año era poco tiempo para haber variado rutina cuando la 
prioridad era trabajar, no había tiempo para otras actividades y lo importante era mantener a
su familia. Nunca tuvo líos con nadie, siempre actuó dentro lo que consideraba correcto,
pagaba sus tickets, su alquiler y enviaba su remesa sin falta. 

Ahora Fátima ha regresado a su país. Parada frente a las oficinas migratorias de las que acaba
de salir y con una bolsa plástica en sus manos lleva consigo sus pocas pertenencias y recuerdos.
No cabe mucho en la bolsa, pues no le dejaron traer más, es decir, regresa tal y como se fue.
Marchó sin posesiones y con esperanzas. Regresa sin posesiones y con un sueño roto, con 
incertidumbres y sin saber lo que pasará. Por el momento no hay planes seguros, ha sido un mes
y medio largo de detención sin ver la luz del sol, un mes detenida. Fátima es una mujer
trabajadora que carga con el peso de no haber enviado ayuda a su casa en el último mes, 
hija luchadora que ve perdidos sus esfuerzos de trabajo de un año, joven soñadora y ahora
deportada que ha dejado sus sueños atrás. 

A pesar de ello no se queja. En una ocasión vio al cónsul de su país, pero solo fue un trámite.
Él la identificó como salvadoreña y le dijo que regresaría a casa, que sería deportada. La
detención la ve parte del proceso, al migrar es un riesgo del cual todos están conscientes,  tiene 
que ser fuerte, no hay tiempo para lamentarse. Es una migrante y considera que hay poco que 
reclamar. Le dan comida y eso basta estando detenida. Sin embargo, al recordar un poco, si cree 
que hay algo que debió ser distinto, los hombres y las mujeres deben estar separados, porque
ahí, en ese mundo donde la etiqueta es ser migrante y delincuente, se filtra una violencia 
mucho más difícil de reconocer, la violencia de género, una violencia hacia las mujeres que pasa 
invisibilizada dentro de todo el contexto de la migración. Y ahí, donde el mundo es distante y
los derechos casi nulos, las mujeres son víctimas de acoso, de comentarios sexistas y de
vulgaridades. Nadie dice nada, y nuevamente se normalizan actitudes, comportamientos y 
sentimientos que en ningún contexto deberían de ser aceptables.



81

Fátima ha regresado, y se dirige al reencuentro con su madre y familiares. Estarán muy
contentos de verla y por hoy la situación económica no importará. Mañana, Fátima tendrá
que decidir. Claro que le gustaría poder quedarse, si encontrara un trabajo lo haría, si vivir
aquí fuera posible, lo haría. Solo se ha marchado un año, sabe que sus amigos y vecinos la
recibirán con cariño, sus raíces siguen estando aquí y no fuera difícil integrarse de nuevo,
si solamente vivir aquí fuera posible, ella no tendría deseos de marcharse. Pero en su interior
sabe que eso es casi imposible, sabe que las cosas no han cambiado mucho desde hace un
año que se marchó. Sabe que dentro de pocos días o meses, cuando el dinero comience a
faltar deberá intentar volver a emprender un viaje, deberá intentar ir nuevamente tras el
“sueño americano”.

Perfiles  de  las  personas  deportadas

El principal propósito de esta propuesta de 
perfiles es contribuir al reto de diseñar 
políticas públicas o alternativas para 

los diferentes casos que se presentan en los
procesos de deportación y evitar la 
homogenización de los mismos, partiendo del 
supuesto que no todos los perfiles son iguales 
y que cada deportación es una historia de vida 
más allá de una simple estadística.

Los  que  inician  el  camino

Constituyen el grupo más grande y son las 
personas deportadas que recién inician
su trayectoria. Son detenidas 

inmediatamente después de haber cruzado 
la frontera hacia Estados Unidos. Este 
grupo prácticamente comparte las mismas 
características que el de las personas que
fueron detenidas en México mientras 
se encontraban aún en tránsito; la única
diferencia es que lograron internarse a
territorio estadounidense. 

Cuando el motivo principal de la migración
reside en la reunificación familiar, es muy 
probable que a una deportación le siga un
nuevo intento de llegar a Estados Unidos. 
Si la familia nuclear de las personas en esta
situación se encuentra en aquel país, es
probable que no haya el suficiente arraigo en 
El Salvador y, tampoco, la construcción de un 
proyecto de vida. Cuando ambos padres han 
emigrado, por ejemplo, los hijos e hijas crecen 
en un territorio de espera, sin echar raíces y
sin configurar un sentido de pertenencia con
el país, que desde pequeños crecieron con 
el sueño de viajar algún día y que de alguna
forma su vida será mejor en la tierra donde
les esperan sus padres. Para quienes 
emigran con el fin de mejorar las condiciones 
socioeconómicas, a pesar de haber dejado a 
su familia en El Salvador, es muy probable que
sigan intentando llegar a Estados Unidos una 
y otra vez, siempre y cuando no vivan una 
experiencia negativa en el camino que les 
haga desistir de esos intentos. Sin embargo, 
para este grupo hay una segunda posibilidad y 
es la de quedarse en su país si las condiciones 
fueran diferentes, si tuvieran la oportunidad 
y las opciones de que les permitieran llevar el 
sustento a ellos y a sus familias.
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Los que lograron llegar, pero aún conservan
su arraigo en El Salvador

Hay un grupo de personas que logró llegar
a Estados Unidos, consiguieron trabajo 
y eso les permite enviar remesas a 

sus familias en El Salvador. Están siempre
pendientes de sus parientes y no hay un arraigo 
claro en territorio estadounidense, pero sí 
una fuerte dependencia económica que no 
les permite regresar. La deportación para este 
grupo tiene un fuerte impacto en las familias, 
cuyo sostén económico depende en buena 
medida del pariente afectado. A pesar de 
que el regreso del ser querido pueda generar
alegría entre el grupo familiar, la necesidad 
demandará un nuevo intento de viaje con el
paso de los días. Sin embargo, este grupo
también podría optar por otras alternativas, 
si tuvieran posibilidades dignas de vivir en El 
Salvador, si otras fueran las condiciones. Un 
grupo cuyas políticas de reinserción podrían 
ser efectivas a través de fuentes de empleo y 
proyectos de emprendimiento, dependiendo de 
los intereses y aptitudes particulares.

Los que ya tienen raíces en Estados Unidos, 
pero  aún  conservan  lazos  en  El  Salvador

Luego está el grupo de los que se han 
estabilizado en Estados Unidos, tienen 
trabajo y una nueva familia, además de 

haber construido lazos en la comunidad y un 
proyecto de vida que consideran adecuado en 
ese momento. En sus planes quizás no figura 
un retorno a El Salvador y aunque aún tienen 
familiares en el país de origen que pudieran 
apoyarlos ante una eventual deportación, 
difícilmente se quedarían. 

Con algunos años de vivir en Estados Unidos,
una persona tiene la capacidad de demostrar 
que ha trabajado, pagado impuestos y se 

ha integrado a una comunidad de manera 
honesta, trabajadora y responsable. Si a ello 
le sumamos que ha establecido una nueva 
familia, la deportación lo separa abruptamente 
de esta. Un evento en estas condiciones 
representa un desajuste psicosocial tanto para 
la persona como para la familia que queda en 
Estados Unidos, como es el caso de Santos,
quién no logra sentirse en condiciones de
rehacer una vida en El Salvador, ya que 
tiene toda su vida allá y la deportación solo
representa sentimientos de frustración, tristeza 
e impotencia. Un intento de reinserción en 
esas condiciones es muy difícil, ya que la 
condición emocional limita la posibilidad de 
que las personas afectadas configuren un
nuevo proyecto de vida.

Los que ya no tienen nada en El Salvador

Hay quienes emigraron hace diez, veinte
o treinta años y terminaron reunificando 
su familia en Estados Unidos con el

paso del tiempo. Ya no tienen un arraigo en El 
Salvador, no solo a nivel familiar o económico, 
sino en todo el ámbito sociocultural. Nadie los 
conoce ya en los territorios y difícilmente se 
reinsertarían si llegaran deportados. Pasaron
toda una vida trabajando en Estados Unidos,
están sacando a sus familias adelante y ya no 
hay nada que los una a El Salvador más que 
el recuerdo de ser la tierra que los vio nacer. 
No tienen un lugar donde quedarse al ser
deportados y buscarán emprender el camino 
de regreso a su hogar, aún a costa del riesgo 
de cumplir una condena por el reingreso y a 
sabiendas de que las condiciones del camino 
han cambiado mucho al transcurrir tantos
años. Al igual que el grupo anterior, la 
institucionalidad estadounidense debería 
ser capaz de identificar aquellos casos que
ameritan una consideración, demostrando que 
el arraigo de esas personas ha sido construido
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ya en Estados Unidos y que regresar a El
Salvador no es una posibilidad viable para
dichas personas y sus familias que quedan.

Los que clausuraron su sueño americano por
un  error

Es interesante como este último grupo es
el más fuerte a nivel del imaginario 
social, pero el más pequeño en cifras. Sin

embargo, por ser cuantitativamente reducido
no significa que deba ser excluido de las
políticas migratorias. Los que forman parte de 

este grupo han cometido algún tipo de delito 
en Estados Unidos, cumplieron su condena 
y fueron deportados al país y no pueden
regresar. Sin embargo, son hombres y mujeres 
que deben reinsertarse y son para quienes el 
panorama se vuelve más gris. En este caso, 
corresponde a El Salvador diseñar una política 
que les permita reinsertarse y establecer
nuevos lazos y redes de apoyo, ya que de una 
manera u otra, aunque han perdido su derecho 
de cumplir el “sueño americano” tienen que 
construir un nuevo proyecto de vida en su país 
de origen.

Una familia separada

“Cometí un error, pagué por él, me arrepiento, pero quiero pedirle al presidente de los Estados 
Unidos que me perdone, todos cometemos errores, yo me sigo arrepintiendo del mío. Por un 

error de juventud mi familia ha sido destruida”. 

El presente está determinado por las decisiones tomadas en el pasado, resultando en
ocasiones que las consecuencias de un error pueden afectar por años a una persona y a su
familia, o como el caso de Felipe, a su futura familia. A los 16 años su padre tomó la decisión 
de mandarlo a los Estados Unidos, con el único propósito de mantenerlo con vida. Hijo de una
familia de campesinos, nacido en Jiquilisco, departamento de Usulután, a Felipe la guerra 
le arrebataría a todos sus hermanos y para él la suerte también parecía estar echada. Sin
embargo, logró escapar. Trató de ganarse la vida honradamente en el país que lo acogió; 
no obstante, la inexperiencia y la posibilidad de ganar dinero fácil lo hicieron caer presa del
negocio de traficar drogas. No era un comercializador de gran escala, ni siquiera un
intermediario, era, apenas, un vendedor minorista, atrapado en un lugar donde las puertas se
le cerraban por tener un color de piel distinto o por no tener un papel que lo acreditara como 
parte de la sociedad. 

La policía lo capturó, fue condenado a 3 años de prisión, condenado, además del encierro, a
sufrir el maltrato psicológico de los custodios y de los reos que, por haber nacido dentro de los 
Estados Unidos y a pesar de haber cometidos peores crímenes, gozaban del beneplácito de los 
guardias para ultrajar, mancillar y ofender a personas que, como Felipe, eran extranjeros. La 
libertad de Felipe vino acompañada del retorno a la patria que lo vio nacer, lo deportaron, lo 
enviaron de nuevo al lugar del que desesperadamente huyó. Pero volvió a partir hacia Estados 
Unidos, está vez con la lección aprendida y con el deseo de hacer las cosas bien, de cumplir 
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el sueño de tener lo que aquí no lograría. “Regresé con el deseo de llevar una vida tranquila, 
de hacer las cosas lo mejor que se pueda”, manifiesta Felipe, al recordar el pensamiento que 
lo llenaba al volver a cruzar la frontera. Conoció a su pareja, se convirtió en miembro de una
iglesia local, fundó su negocio de construcción y tuvo su primera hija; la situación marchaba
con el viento a favor, su empresa prosperaba, su familia crecía, pagaba impuestos y comenzó a 
pagar su casa propia.

Parecía un ciudadano normal, de esos que llevan a sus hijas al parque los fines de semana,
comen hamburguesas y pizza, ríen al ver a sus hijas reír y se sienten orgullos de sus logros; 
aquel Felipe de años atrás quedó en el olvido, sepultado por nuevos y buenos recuerdos, se 
había convertido en un habitante honrado. El problema radicaba en que para las autoridades 
estadounidenses las buenas intenciones no compensaban sus dos delitos, el primero por el
que ya había purgado una condena y el segundo y, más grave de todos, haber reingresado al
país sin la autorización, es decir, de manera irregular. Lo detuvieron de nuevo y estuvo en
prisión, una vez más. Las vejaciones fueron las mismas: maltrato psicológico en todo
momento, racismo y discriminación por su color de piel. Y el final también resultó igual, de
nuevo en la tierra de sus padres, un lugar desconocido para él, esta vez con el agravante de que
la nueva familia que él formó se quedó en el lugar del que lo expulsaron. 

No se dio por vencido y volvió a cruzar la frontera. Se reencontró con sus hijas. Y las
autoridades migratorias lo volvieron a encontrar a él. Prisión, humillación, deportación, una
vez más. Ahora Felipe no quiere volver, no desea pasar por lo que ya ha pasado tres veces,
pero sufre al estar separado de sus hijas y de su esposa, sufre al desprenderse de su vida, de 
la que construyó con tanto esfuerzo y sacrificio, por la que luchó y se impuso a las dificultades. 
Sufre al ser obligado a quedarse en un lugar que jamás conoció, porque después de tantos años, 
hasta el paisaje de su infancia se transformó y él no estuvo presente y nadie se lo presentó. “Me 
duele el corazón haber abandonado a mis hijas, me duele no poder hacer nada por ellas… Ellas
se despiertan llorando en las noches y su rendimiento escolar ha bajado”, comenta Felipe con
la voz resquebrajada. Lo ha intentado todo, tratando de encontrar la forma legal de regresar al 
país de su familia, de su esposa, de sus hijas, de sus amigos y amigas; pero allá, del otro lado, 
pesa más un delito cometido hace 23 años, cuya sentencia se ha cumplido, que el esfuerzo de
un hombre trabajador y el amor de un padre luchador. 
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V.	 CONCLUSIONES

Desde una perspectiva numérica, y como
ha quedado evidenciado en este estudio, 
se dispone de datos, porcentajes y 

estadísticas sobre la cantidad de personas 
salvadoreñas que son deportadas desde
Estados Unidos, mismos que permiten
identificar algunas características socio-
demográficas. De este perfil, destaca que las 
personas deportadas salvadoreñas son, en su 
gran mayoría, hombres jóvenes, en edad laboral 
y reproductiva, aunque se ha evidenciado un 
incremento significativo de mujeres durante 
el último año. Se ha mostrado cómo el
departamento y el municipio de San Miguel es
el lugar de residencia al que más regresan 
las personas deportadas, al igual que al 
departamento de San Salvador. Para ser más 
específicos, el estudio ha mostrado los diez 
principales municipios del país hacia donde 
se dirigen las personas tras haber retornado 
al país, para poder iniciar procesos de diseño 
y formulación de políticas públicas. Estos 
municipios son, en su orden: San Miguel, 
Ilobasco, Santa Ana, San Salvador, Soyapango, 
Metapán, Jiquilisco, Zacatecoluca, La Unión y 
Sonsonate.

La mayoría de las personas que fueron
deportadas durante los últimos años fueron 
detenidas al cruzar la frontera, registrándose 
porcentajes altos en 2003 y 2014, cuando se
llegó al 70% y 80%, respectivamente, lo que
indica dónde deberían concentrarse esfuerzos
de la sociedad civil para vigilar que las 
autoridades no vulneren más a las personas 
en sus derechos. De los que fueron detenidos 

al interior de Estados Unidos, destaca que 
un poco más de ocho personas de cada diez 
se encontraba empleada en alguna actividad
laboral al momento de su detención, lo que 
produce abandono de los puestos de trabajo 
y un impacto en las economías de los hogares
que dependen de esas personas. La mayoría
de los salvadoreños que fueron detenidos 
al interior y que manifestó estar trabajando 
se encontraba ocupado en el sector de la 
construcción. Finalmente, el 30% de las 
personas deportadas entre 2011 y 2014 había 
cumplido algún tipo de condena, es decir,
tenía antecedentes criminales en Estados 
Unidos, un dato contundente que permitiría 
contrarrestar, a futuro, el estigma que las 
personas deportadas tienen al arribar a El 
Salvador.

No obstante lo anterior, los procesos
migratorios representan mucho más que 
una estadística, ya que son de una tremenda 
complejidad. En este estudio se ha pretendido 
evidenciar el impacto social que generan las 
deportaciones en las personas migrantes. 
Pues bien, la mayor parte de los estudios 
sobre migración se centran en analizar el 
proceso tratando de explicar sus causas e
implicaciones. Sin embargo, se ha hecho 
muy poca investigación sobre qué sucede al
momento de retornar al país de origen tras 
un proceso de deportación, sobre cómo las 
personas viven este proceso, qué hay después 
de él y qué condiciones ofrece un país como
El Salvador para recibir a la población
deportada.
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Ciertamente, el país no cuenta con un plan 
de atención integral dirigido a las personas 
migrantes deportadas, a pesar de que se han 
hecho esfuerzos por mejorar la recepción 
institucional. No parece haber actualmente 
capacidad de atender, orientar y apoyar 
un proceso de reintegración para aquellas
personas. En el caso de los procesos de 
deportación lo que queda claro es que, a 
pesar de que es posible identificar elementos 
comunes o similares entre los diferentes casos, 
cada persona vive de modo distinto el proceso, 
dependiendo de factores psicosociales que 
favorecen o no el proceso de reintegración 
al país de origen: condición socioeconómica,
apoyo familiar, historia de vida, experiencias 
pasadas,  etc.

En algunos de los casos entrevistados, el 
haber tenido una experiencia de conflicto 
con las leyes de Estados Unidos por distintas 
circunstancias y haber tenido que cumplir 
una sentencia en ese país hace a la persona 
más tolerante a los procesos autoritarios,
represivos y discriminativos hacia las personas 
deportadas. Es decir, la persona naturaliza y 
justifica en su discurso y en sus prácticas los 
tratos a los que son expuestos por parte de 
autoridades migratorias. Al vivir un proceso 
de deportación, en el discurso se identifica 
sensaciones de incertidumbre, desesperanza 
y confusión, bajo los cuales, desde un enfoque 
psicosocial, las personas debieran abstenerse
de tomar decisiones importantes; sin embargo, 
las personas que viven este proceso suelen 
tener poco tiempo y se ven impelidos a elegir, 
entre regresar al país del que fue deportado o

quedarse en el país al que ha regresado. En 
suma, el proceso de detención, resguardo, 
traslado y recepción institucional se encuentra 
excesivamente cargado con un enfoque de 
seguridad, que puede llegar a vulnerar los 
derechos de las personas migrantes, que de
hecho las criminaliza y que impacta 
tremendamente estrechando las opciones de 
reinserción en el país al reforzar el estigma que
se ha construido socialmente sobre estas 
personas.

Una sociedad que estigmatiza es la que les 
espera a las personas deportadas, comenzando 
por las mismas familias. Como ya se ha dicho 
muchas veces en distintos medios y espacios, 
las personas migrantes son consideradas 
héroes cuando llegan a Estados Unidos y
envían remesas, pero son etiquetados como 
fracasados y delincuentes cuando regresan 
deportados, aunque ellos mismos hayan
enviado remesas durante años. La etiqueta 
comienza a construirse en el seno del hogar 
y se traslada a otros ámbitos públicos como 
la escuela, el parque, la colonia o el barrio,
proceso del que poco se ha abundado en 
este estudio, pero que es susceptible de 
ser documentado y analizado con más
detenimiento. Esta situación limita 
tremendamente las opciones de las personas 
deportadas para reintegrarse a la sociedad 
salvadoreña, por lo que muchos esfuerzos 
gubernamentales y de la sociedad civil
debieran centrarse también en este último 
proceso. Llega el momento, pues, de proponer 
algunas recomendaciones de política pública.
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VI.	RECOMENDACIONES  DE 
POLÍTICA  PÚBLICA

Compartiendo  responsabilidades, 
compartiendo  soluciones

La migración no es un proceso continuo
lineal y homogéneo; es un ciclo dónde 
seven involucrados distintos actores que

deben asumir un papel más protagónico y 
propositivo. Los procesos migratorios son 
cambiantes y van evolucionando cada vez más, 
presentando diferentes aristas. Los estudios 
sobre migración de los años noventa y de la 
década pasada ya no responden por completo
al contexto actual, pues han cambiado las 
razones por las cuales las personas migran, 
ha cambiado el perfil de aquellas personas 
y los territorios desde los cuales emigran,
situaciones que se aplican al caso de El
Salvador.

En los años noventa y a inicios del siglo XXI 
se hablaba de la migración como factor de 
desintegración familiar; años después, la 
migración se presentaba como la alternativa
para la reunificación familiar. Pues bien, las 
actuales políticas migratorias de la región 
no logran dar respuesta a la complejidad del 
fenómeno; por el contrario, pareciera ser que 
contribuyen a agudizarlo. Por lo anterior y 
por la situación del impacto que generan las 
deportaciones en los migrantes salvadoreños
y en sus familias, es necesario implementar 
políticas públicas en todo el ciclo de la
migración, tanto en los países de origen, como 

en los de tránsito, destino y retorno. En la
Figura No. 1 se esboza un esquema con las 
principales líneas para una política pública 
regional, que tiene sobre su base el respeto de 
los derechos humanos de aquellas personas.

En el caso de El Salvador, la política pública
debe de ir dirigida tanto al interior como al 
exterior. Es decir, debe ser capaz de considerar 
a los que aún no han emigrado, los que ya 
lo hicieron y los que están regresando. Un 
factor clave para abordad el fenómeno de la
migración es la exigencia de un involucramiento 
tanto por parte del gobierno central a través
de todas sus instituciones, como de los
gobiernos locales, por las siguientes razones:

1.	 Los gobiernos departamentales y locales 
son los que mejor conocen la dinámica del 
territorio y los que más cerca se encuentran 
de las personas.

2.	 No todos los territorios viven la migración 
de la misma forma, por tanto no se pueden 
homogenizar las políticas territoriales. Se 
requiere de un diagnóstico propio así como 
de medidas particulares para cada localidad 
o para cada región específica.

3.	 Los gobiernos departamentales y locales 
son instancias con capacidad de articular los 
esfuerzos de los diferentes sectores en un 
territorio determinado.
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FIGURA No. 1
Elementos generales para la formulación de una política pública 

regional en el tema de las deportaciones

La migración no es un fenómeno desvinculado 
de los tantos que viven las personas en 
un determinado territorio, pues continúa 
ampliamente relacionado con las situaciones 
de pobreza, marginación, exclusión social, 
violencia, oportunidades económicas, redes 
sociales, cohesión social, capacidades y con 
la construcción de un proyecto de vida que
permita a las personas buscar su bienestar. 

Considerando lo anterior, se propone una 
gama de acciones en los niveles central y 
local, atendiendo los distintos momentos del 
proceso migratorio. Lo anterior no obsta para 
que se elaboren propuestas a instituciones 
clave del estado salvadoreño, a fin de mejorar 
las condiciones de recepción institucional y
un posterior acompañamiento/seguimiento de 
aquellas personas en sus territorios. 



93

FIGURA No. 2
Propuesta de acciones a nivel central y local para atender los distintos 

momentos del proceso migratorio

Nivel Origen Tránsito Retorno

Central Propiciar políticas que 
mejoren las condiciones 
de vida de las personas 
y les permitan optar por 
alternativas a la migración.

Proteger los 
derechos de las 
personas migrantes 
en situación irregular.

Establecer los 
convenios y 
protocolos 
necesarios que 
garanticen la 
seguridad de los 
migrantes.

•	 Garantizar un retorno digno, 
asegurando las condiciones 
para que la persona pueda 
llegar hasta el lugar donde 
permanecerá o garantizarle 
un refugio temporal en los 
casos que no se tiene un 
lugar donde llegar o no pueda 
retornar a su lugar de origen. 

•	 Diseñar una política integral 
que permita la reinserción 
de las personas deportadas 
que opten por quedarse en El 
Salvador.

•	 Apoyar una política 
migratoria que permita 
permaneceré en Estados 
Unidos a aquellas personas 
que no tienen antecedentes 
delictivos, pero sí tienen su 
arraigo en aquel país.

•	 Aplicar una política 
descentralizada a través de 
las instituciones del gobierno 
central que permita acercar 
los servicios a los territorios 
pero que, al mismo tiempo, 
sea capaz de identificar las 
necesidades particulares de 
ellos, evitando homogenizar 
medidas.
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Nivel Origen Tránsito Retorno

Local Diseñar una política 
migratoria municipal o 
regional.

Realizar un diagnóstico de 
la situación migratoria del 
municipio o de las regiones.

Promover estrategias que 
contribuyan al desarrollo de 
un sentido de pertenencia, 
trabajar con el imaginario 
social de la migración y 
ofrecer la oportunidad de 
construir un proyecto de vida 
alternativo a la migración.

Establecer un 
mecanismo de 
contacto con las 
personas que han 
emigrado, a fin de 
mantener lazos con 
el territorio.

•	 Habilitar una oficina 
municipal o departamental 
que atienda a las personas 
migrantes deportadas, 
que articule esfuerzos con 
instancias gubernamentales y 
ONG´s para crear programas 
de reinserción y atención 
psicosocial.

•	 Descentralizar el 
CONMIGRANTES a nivel de 
cada territorio, formando 
Comités Interinstitucionales 
a nivel local que permitan 
medidas más acordes a la 
realidad de los territorios.

FIGURA No. 3
Propuesta de acciones específicas a las distintas instituciones 

involucradas en el proceso de recepción y
atención a las personas deportadas

Evidencia documentada Acción específica

Dirección General de Migración y Extranjería (DGME)

Personas migrantes afectadas 
emocionalmente por la 
deportación. Potenciales 
víctimas de agresiones y/o 
violaciones.

1.	 Formación continua y sensibilización de los funcionarios 
migratorios de base en temas de derechos humanos de las 
personas migrantes y de detección de víctimas de delitos 
específicos y violaciones a sus derechos humanos.

2.	 Contratación de personal con formación profesional en 
psicología y atención de crisis. 
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Evidencia documentada Acción específica

3.	 Mejora de las coordinaciones con la Dirección de Derechos 
Humanos del Ministerio de Relaciones Exteriores, otras 
dependencias gubernamentales o con instancias de la 
sociedad civil que pudieran intervenir en procesos de atención 
y acompañamiento psicosocial posterior a la recepción.

Re-victimización de las personas 
migrantes tras repetidas 
entrevistas y/o interrogatorios

4.	 Revisión y reelaboración del instrumento de recolección de 
información de las personas deportadas, en coordinación con 
las instituciones competentes como la Policía Nacional Civil y 
el Ministerio de Relaciones Exteriores.

5.	 Establecimiento de un mecanismo integral de recepción, 
en el que se simplifiquen y se hagan más expeditos los 
procedimientos administrativos.

Hacinamiento, estrechez de 
instalaciones, escasez de baños 
y otras limitaciones físicas.

6.	 Reestructuración y ampliación de las instalaciones de recepción 
institucional y mejor acomodamiento de espacios de estancia 
temporal y de circulación.

7.	 Dotación de servicios básicos para dignificar la recepción.

8.	 Conformación de un equipo de personal especializado 
y sensibilizado en atención a personas en situación de 
vulnerabilidad. 

9.	 Conformación de un grupo de funcionarios sensibilizados que 
dé la bienvenida a las personas en el instante de la salida del 
avión.

10.	Habilitación de un servicio de llamadas a Estados Unidos, para 
facilitar la comunicación con los parientes que quedan allá y 
que están pendientes de la llegada de sus seres queridos a El 
Salvador.

Ciertas condiciones de la 
recepción institucional 
refuerzan el estigma que 
enfrentan los deportados.

11.	El llamado “kit del deportado” pudiera reforzar la 
estigmatización, en tanto que la gente identifica, por los 
diseños y logotipos de instituciones donantes, quién ha llegado 
deportado. Evitar la colocación de logotipos. Procurar diseños 
de bolsos y utensilios comunes, que no se distingan de los de 
cualquier persona.
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Evidencia documentada Acción específica

12.	Retirar inmediatamente los brazaletes de colores celeste, 
anaranjado y rojo al entrar las personas al Programa 
“Bienvenido a Casa” y a que los mismos deportados comienzan 
a clasificarse en orden de peligrosidad.

Comisión Ejecutiva Portuaria Autónoma (CEPA)

Espacios inadecuados para 
permanencia y espera de 
parientes de personas 
deportadas.

13.	Habilitación de un espacio digno y adecuado a las necesidades 
de los parientes de las personas deportadas que les esperan.

Segmentación espacial del 
Programa “Bienvenido a Casa”

14.	Vinculación física de las instalaciones del Programa “Bienvenido 
a Casa” con la zona de comercio y servicios del aeropuerto, 
facilitando el acceso a esos espacios para las personas 
deportadas y sus familiares.

Policía Nacional Civil (PNC)

Criminalización de las personas 
deportadas.

15.	Sustitución del excesivo enfoque de seguridad en la recepción 
institucional por un enfoque de derechos humanos, sin 
desatender las necesidades de seguridad de los agentes 
migratorios y otros funcionarios, así como de las personas 
deportadas mismas.

16.	Eliminación del cordón policial entre el avión y las instalaciones 
del Programa “Bienvenido a Casa”.

17.	Cambio de uniforme de los agentes policiales y no portación 
de armas al interior de las instalaciones del Programa.

18.	Eliminación de la toma de huellas y de fotografías para 
personas con tatuajes o de aquellas personas que ya han sido 
deportadas anteriormente y pasan por el mismo proceso.

19.	Mejor coordinación con autoridades migratorias de Estados 
Unidos y/o la DGME para identificar previamente a personas 
deportadas con requerimientos legales en el país y focalización 
de acciones de seguridad en estas personas.

20.	Capacitación y sensibilización constante de agentes policiales 
en atención de personas en situación de vulnerabilidad.
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Re-victimización de las personas 
migrantes tras repetidas 
entrevistas y/o interrogatorios

21.	Eliminación de la entrevista para todas las personas deportadas, 
con excepción de aquellas que previamente han sido 
identificadas por ser requeridas por las autoridades judiciales 
salvadoreñas o por llegar con algún tipo de antecedente 
criminal grave (felonía) en Estados Unidos, personas que llegan 
identificados con una pulsera roja.

Ministerio de Relaciones Exteriores (RREE)

Maltratos y abusos sufridos 
por las personas deportadas al 
momento de ser interceptadas 
y detenidas por las autoridades 
migratorias de México y Estados 
Unidos.

22.	Fortalecimiento de la Red Consular Salvadoreña en Guatemala, 
México y la frontera sur de Estados Unidos.

23.	Habilitación de nuevas agencias de protección consular 
cerca de los puntos de cruce más utilizados por las personas 
migrantes salvadoreñas y/o cerca de las ciudades desde donde 
se deportan más a los salvadoreños.

24.	Contratación de personal especializado en atención psicosocial 
en los consulados instalados en sitios con mayor movimiento 
de personas migrantes, tanto en tránsito, como en Estados 
Unidos.

25.	Capacitación continua y permanente del personal para la 
identificación de víctimas de maltrato y abusos por parte de 
autoridades migratorias y otras autoridades.

26.	Establecimiento de protocolo de actuación para el caso de 
denuncias por maltratos y abusos en los centros de detención 
y estaciones migratorias.

27.	Informar oportunamente sobre casos de personas que han 
sido maltratadas o han sufrido algún tipo de abuso.

28.	Coordinación con autoridades migratorias de México y 
Estados Unidos para realizar acciones de verificación de 
los connacionales al interior de los centros de detención 
y estaciones migratorias que vayan más allá de la mera 
certificación de nacionalidad salvadoreña.

29.	Mejora de coordinación con la Dirección General de Migración 
y Extranjería para la creación de una base de datos compartida 
sobre abusos y maltratos.



98

Evidencia documentada Acción específica

Ministerio de Salud

Algunas personas deportadas 
ingresan al país con 
padecimientos especiales y 
tienen prescripciones médicas 
que no pueden seguir en El 
Salvador al no encontrarse 
medicinas o atención médica en 
sus lugares de origen.

30.	Implementar mecanismos de identificación de personas con 
padecimientos específicos que requieren atención médica no 
solo de emergencia, sino tratamientos especializados en sus 
lugares de origen.

31.	Establecer un protocolo de coordinación entre el funcionario 
del Ministerio de Salud presente en el Programa “Bienvenido a 
Casa” y el respectivo centro de salud pública más cercano a la 
persona deportada.

Ministerio de Trabajo y Previsión Social

Una de las principales 
expectativas de las personas 
deportadas que piensan 
quedarse en El Salvador es 
agenciarse de un empleo.

32.	Habilitación de una ventanilla especial y permanente en el 
Programa “Bienvenido a Casa” que oriente sobre la situación 
laboral en el país, sobre los rangos salariales y sobre las 
oportunidades reales de empleo en los distintos territorios.

33.	La llamada “Bolsa de empleo” debe ofrecer oportunidades 
laborales reales y ser llevada a los territorios específicos.

Un porcentaje alto de personas 
que fueron detenidas al 
interior de Estados Unidos se 
encontraba empleada en algún 
sector laboral, sobre todo la 
construcción.

34.	Establecer coordinaciones con las oficinas departamentales 
para darle seguimiento a personas deportadas con algún 
tipo de experiencia laboral específica, como la construcción, 
jardinería y/o cocina.

35.	Capacitación de personal acreditado en el Programa 
“Bienvenido a Casa” y creación de un protocolo para identificar 
a personas deportadas con experiencia laboral específica.

36.	Mejorar coordinación con oficinas como los Call Center, 
Restaurantes, Hoteles, compañías constructoras u otras 
empresas que requieran de personal con ciertas habilidades 
y que representantes de dichas empresas se hagan presentes 
eventualmente al Programa “Bienvenido a Casa”.

La mayor parte de las personas 
deportadas son jóvenes.

37.	Focalizar la oferta de empleo en sectores de ocupación de 
mano de obra joven.
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Registro Natural de las Personas Naturales

Algunas personas que tienen 
años de residir en Estados 
Unidos carecen de documentos 
salvadoreños.

38.	Habilitar un espacio al interior del Programa “Bienvenido 
a Casa” o facilitar información clara y pertinente sobre 
los procedimientos a realizar para obtener documentos 
salvadoreños.

Procuraduría para la Defensa de Derechos Humanos

Durante ninguna de las visitas 
del equipo de investigación se 
evidenció presencia de personal 
de la PDDH.

39.	Realización de visitas de verificación más constantes a las 
instalaciones del Programa “Bienvenido a Casa”.

40.	Elaboración de un instrumento de verificación de las 
condiciones de la recepción al interior de las instalaciones del 
Programa “Bienvenido a Casa”.

41.	Realización de informes periódicos de verificación de de las 
condiciones de la recepción al interior de las instalaciones del 
Programa “Bienvenido a Casa”.

42.	Emisión constante de recomendaciones o emplazamientos a 
distintas instituciones gubernamentales cuando se justifique, 
posterior a la realización de verificaciones.

CONMIGRANTES

No existe una actuación real por 
parte de las instituciones del 
Estado salvadoreño más allá de 
la recepción institucional para 
atender necesidades específicas 
de las personas deportadas en 
los territorios en donde residen.

43.	Propiciar canales de comunicación y coordinación entre las 
diversas instituciones del Estado salvadoreño llamadas a 
atender necesidades específicas de las personas deportadas 
en sus territorios en donde residen.

44.	Coordinar el establecimiento de protocolos de actuación 
en los territorios, sobre todo aquellos en donde más están 
retornando las personas deportadas, para garantizar que 
las instituciones del Estado salvadoreño actúen atendiendo 
necesidades específicas.

45.	Propiciar un espacio de coordinación con instituciones locales 
(gobernaciones departamentales, alcaldías municipales) para 
involucrar a dichas instituciones en las acciones específicas.

46.	Liderar el proceso de creación de una Política Nacional de 
Atención (Recepción y Seguimiento en los Territorios) a las 
Personas Migrantes Deportadas o Retornadas.
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Anexo

1.	 Guía de preguntas para la entrevista en profundidad

  

___________________________________________________________________________________

ESTUDIO ETNOGRÁFICO CON PERSONAS RETORNADAS DESDE ESTADOS UNIDOS. IMPACTO SOCIAL 
EN LAS PERSONAS MIGRANTES Y SUS FAMILIAS

___________________________________________________________________________________

CUESTIONARIO GUÍA PARA ENTREVISTA EN PROFUNDIDAD

ASPECTOS GENERALES

1.	 Nombre: ________________________________________________________________________

2.	 Edad: ___________________________

3.	 Lugar de origen en El Salvador (Dónde está asentado en el Registro Civil): _____________________

4.	 Dónde vivió por última vez en El Salvador: _____________________________________________

5.	 Nivel de escolaridad: ___________________________

6.	 Estado civil: __________________________________

7.	 Casado(a) en (Estados Unidos o El Salvador): _______

LA DETENCIÓN

8.	 Fecha de detención: ________________________________________

9.	 Lugar y circunstancia en que fue detenido (Afuera de la casa, en la calle, en el trabajo, al cruzar 

la frontera, etc.): __________________________________________________________________

10.	Razón(es) de su detención: __________________________________________________________
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11.	Autoridad por la que fue detenido: ___________________________________________________

12.	Cómo fue el trato que le dio la autoridad: ______________________________________________

13.	Le explicó las razones de su detención: __________

14.	Centro de detención al que fue trasladado: ____________________________________________

15.	Tiempo de permanencia en el Centro hasta ser deportado: _______________________________

16.	Tuvo asistencia jurídica o de alguna organización: ______________

17.	Tuvo algún tipo de asistencia del Consulado Salvadoreño más cercano: ______________

18.	Cómo fue el trato recibido en el Centro de Detención: ____________________________________

LA DEPORTACIÓN

19.	Cómo lo(a) trató la autoridad estadounidense en el proceso de deportación: ________________

________________________________________________________________________________

20.	Cómo lo(a) trató la autoridad salvadoreña en el proceso de recepción: _____________________

________________________________________________________________________________

21.	A su juicio, el recibimiento de la autoridad salvadoreña ha sido la adecuada: ________________

22.	A su juicio, las instalaciones del Programa Bienvenido a Casa en El Salvador son las adecuadas: 

________________________________________________________________________________

23.	Qué aspecto del Programa Bienvenido a Casa le parece positivo y mantendría: _______________

________________________________________________________________________________

24.	Qué aspecto del Programa Bienvenido a Casa le parece negativo y cambiaría: ________________

________________________________________________________________________________
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ARRAIGO EN ESTADOS UNIDOS

25.	Cuánto tiempo vivió en Estados Unidos: ___________________________________

26.	Tiene parientes en Estados Unidos: _____________________________________

27.	Qué tipo de parientes: _____________________________________________________________

28.	Tiene trabajo en Estados Unidos: _________________________

29.	Qué tipo de trabajo: _________________________________________________

30.	Cuál es su salario al día: _________________________

31.	Paga impuestos en Estados Unidos: ___________________

32.	Tiene vivienda en Estados Unidos: ______________________

33.	Regresaría a Estados Unidos: _______________________

ARRAIGO EN EL SALVADOR

34.	Tiene parientes en El Salvador: ___________________

35.	Qué tipo de parientes: _____________________________________________________________

36.	Tiene una relación estrecha con ello(a)s: ________________

37.	Envía remesas a El Salvador: ________________

38.	Cuánto y con qué frecuencia: ____________________________________________

39.	Tiene vivienda en El Salvador: ________________

40.	Tendría trabajo en El Salvador: ________________

41.	Se quedaría a vivir en El Salvador: _______________
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PERCEPCIÓN HACIA LAS PERSONAS DEPORTADAS

42.	A su juicio, cómo tratan los salvadoreños a las personas que han sido deportadas desde Estados 

Unidos: ___________________________________________________________________

43.	Se sentiría discriminado en El Salvador por ser deportado: __________________

44.	Se sentiría bien recibido por sus familiares, amigos o vecinos: __________________

ENTREVISTADOR(A): _________________________________________________________________

LUGAR Y FECHA DE LA ENTREVISTA: _____________________________________________________

OBSERVACIONES DEL ENTREVISTADOR(A): ________________________________________________

___________________________________________________________________________________

___________________________________________________________________________________


